Poder Judicial de la Nación


///nos Aires, 1ero de febrero de 2015.

Y VISTOS:
 Se reúnen los integrantes del Tribunal Oral en lo Criminal n(4 de la Capital Federal, Dr. Julio C. Báez, en su carácter de Presidente, y los Dres. Armando Chamot e Ivana Bloch, en su condición de Vocales, con la presencia del Secretario de Cámara, Dr. Ignacio Iriarte, a fin de dictar sentencia en la causa n( 3615 contra CARLOS GUSTAVO VERON (argentino, DNI 27.409.617, nacido el 2 de agosto de 1979 en San Martín, provincia de Buenos Aires, hijo de Enrique y de Josefa Coronel, soltero, conductor de colectivo y domiciliado en la Av. Presidente Ilia 1330, Villa Maipú, localidad de San Martín, provincia de Buenos Aires) una vez finalizado el debate correspondiente que tuvo lugar con la intervención del señor Fiscal General,  Dr. Marcelo Saint Jean, el Sr. Defensor Particular, Dr. Roberto Ribas, y el querellante Gustavo Serrato, patrocinado legalmente por el Dr. Germán Carlos Liotto.
Acto seguido, los señores Jueces se retiraron a deliberar y emitieron sus votos motivados en el siguiente orden: 1() Dr. Báez, 2() Dr. Chamot y 3() Dra. Bloch.-

Y CONSIDERANDO:
El Dr. Báez dijo:
I.‑

 La plataforma fáctica.
El Ministerio Público Fiscal ha traído a juicio a Carlos Gustavo Verón, por intermedio del requerimiento de elevación a juicio que corre a fs. 660/672 donde le atribuye que el día 10 de julio de 2010, siendo las 18:50 h aproximadamente, violó el deber objetivo de cuidado que le era exigido al conducir de manera imprudente el colectivo dominio CEU-732 de la línea 15 –interno 58- correspondiente a la empresa Transportes Sur Nor Cisa.

Como consecuencia de ello, en la calle Honduras en su intersección con la avenida Scalabrini Ortiz, embistió a Cecilia García Otero y sus hijos menores de edad, Facundo Serrato –de cinco años- y Eugenia Serrato –de dos meses- quienes se encontraban cruzando la mencionada arteria por la senda peatonal. Como resultado de dicho accionar, el niño Serrato falleció en forma instantánea mientras que García Otero sufrió lesiones de carácter grave y su  hija, de carácter leve.

El día en cuestión, Verón, se encontraba al mando de un colectivo colmado de pasajeros, llevaba una capucha colocada en su cabeza y se mostraba alterado y apresurado en su forma de conducir alegando ante el reclamo de varios pasajeros “querer llegar temprano a casa”. Ello a punto tal que mientras circulaba por la Avenida  Scalabrini Ortiz discutió con varios de ellos debido a que reiniciaba la marcha cuando aún intentaban ascender a la unidad. 

Mientras tanto, la damnificada se encontraba caminando junto a sus hijos por la mencionada avenida en dirección a la avenida Córdoba, ocasión en la que sostenía en su brazo derecho a su beba de dos meses, mientras que su hijo Facundo tomaba a su madre del mismo lado. Al llegar a la esquina de la calle Honduras, y previo a adoptar los recaudos necesarios para cruzar dicha arteria, emprendió su marcha por la senda peatonal. 

En ese instante, Verón, quien había detenido la unidad en el segundo carril de la avenida Scalabrini Ortiz (en sentido Sud-Oeste) ante la presencia de gran cantidad de tránsito, decidió en forma antirreglamentaria -no solo por su ubicación sino también por saber que con su conducta violaba la prioridad de paso de los peatones que cruzaban la calle-, doblar sorpresivamente a la derecha a fin de tomar por Honduras.
Ante ello, algunos de los pasajeros comenzaron a gritarle al conductor que se detuviera sin perjuicio de lo cual Verón continuó su marcha, embistiendo a García Otero con la rueda delantera derecha en tanto que con la rueda delantera izquierda hizo lo propio con el hijo de ésta. Ello provocó el inmediato fallecimiento del menor en tanto que su madre sufrió un trauma grave en su miembro inferior derecho y su hija menor de edad una fractura occipital de cráneo.
Instantes después de la colisión, y no obstante haber advertido que había atropellado a transeúntes, el imputado realizó una maniobra marcha atrás. En ese momento, los pasajeros de la unidad comenzaron a gritar insistentemente motivo por el cual, recién en ese momento, el nombrado detuvo el ómnibus y procedió a la apertura de sus puertas, oportunidad en la que los pasajeros descendieron y al advertir lo sucedido, rápidamente, solicitaron la presencia de personal policial.

Minutos más tarde, arribó al lugar la Subinspectora Delia Beatriz Duarte quien presurosamente requirió la presencia del servicio de emergencia SAME cuyo médico a cargo -Dr. Giménez- constató el fallecimiento de Facundo Serrato y ordenó el traslado de las damnificadas a los nosocomios ante las contusiones que presentaban.

Inmediatamente después, la mencionada preventora en presencia de dos testigos procedió a la detención de Carlos Gustavo Verón y secuestró el mencionado vehículo para luego labrar las actas correspondientes.

II.

La prueba reunida en la audiencia de debate.

Durante el curso de la altercación oral concurrieron ante nuestra presencia diversos testigos quienes, en forma juramentada, depusieron todo cuanto han percibido por la acción de sus sentidos.


Cecilia García Otero manifestó en la audiencia de debate que el hecho que la damnificara ocurrió el  20 de julio de 2010; precisó que era el día del amigo y que ese día tenía turno para llevar a su hijo al traumatólogo infantil, en Santa Fe y Salguero, a las 4 de la tarde.  


Cuando salieron de ese lugar fueron al local de Mc Donald´s  ubicado en la avenida Scalabrini Ortiz. Su hijo mayor, Facundo, de cinco años, jugó y ella le dio el pecho a su hija menor, que tenía dos meses y medio de edad.  Estuvieron ahí hasta, aproximadamente, las siete de la tarde.  


Dado que el papá de los chicos trabajaba en Córdoba y Aráoz, decidieron ir a buscarlo y volver juntos a su casa. Hacía mucho frío pero era una noche muy linda: como era el día del amigo había mucha gente en la calle, estaba agradable y, por eso, decidieron ir caminando. 


La testigo continuó su relato diciendo que puso a Facundo y a  la bebé del lado de la vereda. Iban caminando y hablando. Había mucho tránsito, porque, como dijo antes, era el día del amigo. Los autos avanzaban muy despacio, también por eso decidieron ir caminando: iban a demorar, más o menos, la misma cantidad de tiempo tomando un taxi por unas pocas cuadras.  


Cuando llegaron a la esquina de Scalabrini Ortiz y Honduras, el tránsito sobre la primera se detuvo y el semáforo se puso en verde para que ella pudiera cruzar Honduras. La declarante afirmó que miró y esperó a que cruzaran los autos que doblaban; luego, cuando vio que no cruzaban más, cruzó. Al llegar a la mitad de la calle, el colectivo se le abalanzó.  


A preguntas que se le formularon respondió que la primera vez que vio al colectivo estaba parado “en el medio de la ochava, a la altura de la mitad de la calle, sobre Scalabrini Ortiz, atravesado en el medio de la calle de Scalabrini Ortiz, esperando para avanzar”. Explicó que la trompa del vehículo estaba ubicada como en el sentido de la calle, es decir, perpendicular a Honduras.  


En este punto, la testigo agregó que todo el tránsito estaba detenido, estaba embotellado y el colectivo había quedado a la mitad de la calle.  El vehículo en cuestión también estaba detenido, además escuchó perfectamente el ruido que hacen los colectivos cuando frenan: “un ruido así como a aire” (sic). 


El colectivo estaba parado en el segundo carril, no estaba contra el cordón de la vereda. Cuando la damnificada cruzaba, de pronto,  pegó el “volantazo”  (sic) y se lanzó sobre ella.  


En ese momento, ella gritó y dio un paso para atrás, se dio vuelta, agarró a su hijo del cuello y trató de correr hacia la vereda, retrocediendo. Era la esquina del colectivo, no la trompa, “como donde están los faros”, lo que ella veía que se le acercaba.  La testigo, entonces, agregó: “el colectivo como que me chupa, como que me succiona” (sic). Se cayó y fue arrastrada: la rueda quedó parada arriba de su pierna y a Facundo no lo vio más.  


Ella cayó boca abajo y levantó el brazo en el que llevaba a su  bebé, sosteniéndola en el aire hasta que, cuando el colectivo frenó, un señor la agarró. Al frenar el colectivo, miró para todos lados, buscando a su hijo Facundo, pero no lo vio.  


En relación con las lesiones que sufrieron, tanto ella como su hija, expresó que la niña se raspó y tuvo fractura de cráneo; a ella, en cambio, la rueda del colectivo le aplastó la pierna: una parte le quedó más flaca y, desde el fémur hasta la rodilla, se le desprendió la piel. Las consecuencias que sufre en la actualidad están vinculadas con la limitación en los movimientos de la rodilla: no puede correr, no puede arrodillarse, no se puede agachar y no puede subir y bajar escaleras normalmente. Tiene una pierna más corta que la otra y debe usar una plantilla. Además, se le colocó una prótesis de cadera debido a que el hueso del fémur quedó destruido.


Volviendo sobre el modo en que fue embestida, la testigo agregó que la rueda se trabó con la pierna entendiendo que, de lo contrario, le hubiera pasado por encima a las dos. La rueda quedó apoyada sobre su pierna y la arrastró; fue entonces cuando perdió la piel.  


Luego del impacto, el colectivo frenó y la gente le gritó al chofer que se moviera porque ella estaba atrapada debajo de la rueda. Ante esto, avanzó un poco y todos le gritaron que no lo hiciera porque le iba a pasar por encima a la otra pierna;  entonces, retrocedió y la rueda quedó detenida al lado de su pierna.  


La testigo señaló que estaba acostada boca abajo, sobre Honduras, con la cabeza mirando para Santa Fe, sosteniendo en alto a la bebé. Quedó ubicada en esa posición porque, al ver el vehículo acercarse, giró para retroceder y, entonces, la “chupó de atrás” (sic).  


A nuevas preguntas, respondió que conocía bien la zona y que también conocía el recorrido de la línea 15: “va derecho por Scalabrini hasta que se termina la calle”.  

 
Zulema Nelly María  manifestó que, el día del hecho, venía viajando en el colectivo 15 “muy apretada” (sic);  iba parada, del lado derecho,  en el medio del vehículo, que se encontraba muy lleno.  Cuando el colectivo giró -“fuertísimo”- a las cuatro cuadras del lugar donde ella había subido, vio a una mujer que cruzaba con un bebé en brazos y un nene de la mano, por la senda. Agregó: “el colectivo dio muy fuerte la vuelta, la chica no tuvo tiempo de volverse o de seguir adelante”.  


La testigo recordó que lo que más la impactó fue que el colectivo atropelló a la señora  y luego hizo marcha atrás. Pudo percibir que pasaba sobre algo similar a un lomo de burro, “como que pasó por arriba del chiquito”; en ese momento, la gente gritó mucho.   


Cuando el colectivo dobló, ella sintió el golpe de la señora “que fue terrible”. Luego del impacto, el colectivo dio marcha atrás y, según lo que le comentaron más tarde, en ese momento pasó por encima del cuerpo del nene.  


Al detenerse el vehículo, la gente descendió; no pudo recordar qué hizo el chofer.  


A preguntas que se le formularon contestó que, antes de que ocurriera el hecho, Scalabrini Ortiz tenía mucho tránsito. La testigo expresó que fue por ese motivo por el que el colectivo dobló; no tenía que doblar en esa calle. 


Desde el lugar donde ella se encontraba, podía ver al colectivero, que estaba sentado en su lugar, no pudiendo recordar ninguna particularidad en relación con su vestimenta, ni nada diferente a lo que los colectiveros usan normalmente. Tampoco recordó haber presenciado ninguna discusión con algún pasajero.  


Al bajar del colectivo, no vio a la señora ni a los chicos. Estaba desesperada por irse a su casa.  


Finalmente, ante nuevas preguntas, aclaró que cuando dijo que “dobló fuerte” se estaba refiriendo a la velocidad con la que giró el vehículo. En relación con el momento del impacto, expresó que vio a la chica cruzando con los niños y que ella era la única que cruzaba la calle. 


Sandra María Charras declaró que subió al colectivo, que estaba muy lleno,  en Oro y Santa Fe, en Palermo. Había un problema con el chofer porque venía demasiado nervioso y muy apurado: decía “arriba, arriba”, pidiéndole a la gente que ascendía que se apurara, y no respetó la luz roja del semáforo en el lugar donde ella abordó.  


La testigo continuó relatando que, en el momento del hecho, estaba ubicada en la parte de adelante del colectivo porque no había lugar más atrás; estaba parada más o menos donde está ubicada la máquina expendedora de boletos. Podía ver al chofer desde el lugar donde se encontraba y pudo verlo mandar mensajes y hablar por teléfono; sin embargo, preguntada acerca de la vestimenta que llevaba el conductor, no pudo precisar ninguna particularidad. 


Ante los reclamos de los pasajeros, la declarante recordó que el chofer respondió: “si no les gusta, yo hace rato que trabajo acá, en esta línea, a mí no me van a enseñar a manejar”(sic).  


El colectivo se desplazaba por la calle Scalabrini Ortiz pero se desvió del recorrido. Dobló “fuerte, sin detenerse, como venía dobló” (sic) y embistió a la señora y a los dos nenes. 


A preguntas que se le formularon, la testigo explicó que pudo ver que el colectivo “agarró a una persona que estaba con un bebé y un nene” (sic); además, sintió el golpe. Pudo ver a las víctimas antes de que cruzaran cuando comenzaron a avanzar; luego del golpe, no los vio más, porque estaban abajo. 


A continuación, el colectivo se detuvo y tanto los pasajeros como la gente que se encontraba en la calle, le pidieron al chofer que no lo moviera. Sin embargo, el colectivero dio marcha atrás y, en ese momento, sintió como que pasaban por encima de un lomo de burro.  


Después, la testigo descendió y pudo ver a la señora y al bebé que estaban en el piso; una señora agarró al bebé instantes más tarde. También vio al nene, pero no recuerda a qué altura del vehículo se encontraba.   


A preguntas que se le formularon respondió que, en el momento del hecho, vivía en la localidad de Pablo Podestá y que, ese día, había tomado el tren en Caseros, descendió en Palermo y luego tomó el colectivo 15 para ir a visitar a una amiga en Pompeya. También aclaró que declaró varias veces como testigo en causas penales por accidentes de tránsito.  


En relación con el momento del impacto, precisó que la señora impactó con el lateral del colectivo, más o menos, entre la puerta del medio y las ruedas de adelante.  


Respecto del tenor de las discusiones del chofer con pasajeros, expresó que el conductor dijo que quería llegar rápido a su casa y una pasajera le contestó que quería llegar viva.  


En lo atinente a la mecánica del choque, la testigo puntualizó que sintió como que pasaron por encima de un lomo de burro y luego vio a una persona que caía para el lado derecho.  


También, luego de que se leyeran fragmentos de su declaración, la testigo señaló que el conductor del colectivo “estaba encapuchado, tenía algo en la cabeza, pero no me acuerdo, parecía un delincuente”. 


Finalmente, acerca de cómo dobló el colectivo, manifestó que, cuando dijo que dobló fuerte, se refería “a la manera de bruta” (sic) y a que venía a velocidad.  

 
Irma Daniela Carrizo manifestó que, el día del hecho,  abordó, en Scalabrini Ortiz y Paraguay, el colectivo de la línea 15, que iba a mucha velocidad. Cuando la testigo estaba subiendo, el vehículo arrancó rápidamente y la gente le reclamó al chofer por el modo en que conducía, gritando frases como “por qué no vas un poco más despacio que yo quiero llegar a mi casa” y  “si vos querés llegar rápido, yo quiero llegar vivo”, no pudiendo recordar si él chofer les contestó. 


La testigo continuó diciendo que estaba parada en el medio porque el colectivo estaba llenísimo. Había tránsito pero no mucho, no estaba colapsado. Preguntada por el Fiscal, respondió que no recordaba que el chofer hubiera cruzado algún semáforo en rojo. 


Explicó que cuando indicó que el colectivo arrancó “a velocidad” quiso decir que arrancó “fuerte”: no había terminado de subir cuando el chofer arrancó y cerró la puerta. 

La testigo no vio que utilizase el teléfono celular, pero destacó haber visto que llevaba una capucha. Lo comentó con otra chica porque le había parecido raro que un chofer usara esa vestimenta y dudaba de que pudiera ver correctamente los espejos. Si bien hacía frío, consideró que no estaba bien que usara una capucha ni que tuviera la cabeza tapada.  


Cuando tuvo lugar el choque, estaba parada en el medio, porque no había lugar, y  no vio nada cuando giró, solamente sintió que “había apretado a un animal” (sic). La gente gritaba que no volviera, pero el colectivo “fue y volvió” (sic).  


Después, el chofer abrió la puerta y, en ese momento, pudo ver a la mamá con su bebé. A continuación,  vio al nene, que estaba muerto.  


Volviendo a los momentos previos al impacto, la testigo explicó que el colectivo circulaba por Scalabrini Ortiz, por el carril derecho, y dobló bruscamente por Honduras. 


Después de que ella subiera, hizo otra parada y subieron más personas. También arrancó rápido, antes de que los pasajeros terminaran de subir y la gente le decía: “andá despacio”.  


A preguntas que se le formularon, respondió que, al descender, observó que la mujer estaba tirada cerca de la rueda de adelante;  después, se dio vuelta y vio al chiquito, pero no recordó en dónde en relación con las ruedas.  


Además, puntualizó que cuando el colectivo dobló sintió que pasó por encima de algo, una sola vez; cuando dio marcha atrás, no lo sintió. 


Respecto del estado del tránsito antes del impacto, explicó que estaba “para manejar” porque si no, el colectivo no hubiera ido tan rápido.  


Referido a la capucha, la testigo demostró en la audiencia la altura de la cabeza en la que el chofer la tenía. Finalizó su declaración aseverando que al ascender al colectivo distinguió claramente al chofer usando  la capucha tal como lo indicó.  

 
Héctor Dibiagi, representante legal de la empresa Sur Nor Cisa, manifestó que no recordaba haberle enviado una carta documento a Verón, dado que no era de su competencia. Agregó que, habitualmente, se les libra carta documento a los choferes cuando cometen una imprudencia o un acto que no corresponde. 


Continuó diciendo que no sabía cuál era el concepto que tenía Verón en la empresa, dado que él no pertenece al área de personal.  


A preguntas que se le hicieron, respondió que los choferes, aunque haya una congestión de tránsito importante, no están autorizados a torcer el recorrido. No tienen ninguna directiva al respecto. Solamente pueden hacerlo por indicación directa de un inspector.


La Inspectora Delia Beatriz Duarte, oficial de la Policía Federal Argentina,  declaró que el día del hecho se encontraba a una cuadra y media del lugar, cuando fue desplazada por el comando radioeléctrico. Al arribar a la zona,  el accidente ya había ocurrido: vio al colectivo detenido y, de un lado de éste, a la mujer. 


Respecto del entorno, expresó que era de noche, había tránsito pero que, cuando ella llegó, el tránsito estaba parado. El pasaje y el chofer habían descendido. El último estaba “normal” aunque nervioso con la situación; la actitud de la gente no era agresiva con él. No advirtió que nadie le hiciera ningún reclamo o recriminara.  


La testigo dijo que se identificó al chofer e, inmediatamente, se lo subió a un móvil y se lo trasladó a la dependencia policial, que está ubicada a cien metros del lugar del hecho. 


En cuanto a la ubicación de las víctimas,  expresó que la señora se encontraba del lado derecho, con el colectivo mirando en sentido a la calle Honduras, y del lado izquierdo, el nene. La mujer se encontraba más cerca de la rueda delantera derecha y el chico del otro lado, por la mitad del colectivo. 


Cuando ella llegó, la señora ya estaba liberada de las ruedas. La bebé era sostenida en brazos por un hombre.  


A preguntas que se le formularon, respondió que en el lugar se recabaron los datos de testigos -puntualmente, de  las señoritas Herrera Broner,  Ana Echeverría y Premet- y que al llegar el padre del niño, el chofer ya se había retirado del lugar. 


Paula Premet declaró en la audiencia de debate que, en la época en la que ocurrió el hecho, vivía en Scalabrini Ortiz y Honduras y que, cuando llegaba a su casa después de trabajar, vio al colectivo detenido y a la gente bajando. También vio al chiquito fallecido.  


Entonces, decidió ir corriendo a la comisaría para dar aviso a la policía. Cuando llegó la policía, ella subió al móvil. 


Explicó que ella venía caminando por Scalabrini Ortiz, en dirección a Córdoba y, antes de cruzar Honduras,  vio la parte de atrás del colectivo. Pudo observar al chico en el piso, supo que había fallecido porque vio sangre y porque no se movía.  


La testigo hizo un dibujo en el que demostró donde se encontraba el colectivo. En relación con el lugar donde se hallaba el cuerpo del niño, manifestó que no podía recordarlo bien, porque no había querido mirar mucho. Después dio marcha atrás, cree que por el accidente de la señora que estaba adelante. Si bien no miró para abajo, pudo ver como el colectivo se elevaba y pasaba por encima de algo.  


Cuando vio que el colectivo se desplazaba marcha atrás, salió corriendo a la comisaría; luego volvió a lugar del hecho con el móvil pero se quedó adentro. No vio al colectivero bajar ni escuchó comentarios de la gente, solo gritos.  


Lucila del Mar Herrera Broner  manifestó ante el Tribunal que el día del hecho era el día del amigo. Cuando salió de trabajar, fue a tomar el colectivo de la línea 15. Pasó de largo la parada de Santa Fe porque había mucha gente. 


En la parada siguiente, subió al colectivo corriendo -un chico que estaba abordando la dejó pasar- y el chofer arrancó rápidamente pero avanzando solo unos metros, hasta el siguiente semáforo. Cuando aceleró, Herrera le dijo que no se apurara, que no iban a llegar antes a ningún lado. El chofer le contestó que quería llegar rápido a su casa, a lo que la testigo replicó que era su trabajo llevarlos sanos y salvos a sus hogares. Manifestó no recordar si la discusión continuó.  


La testigo declaró que había mucho tránsito, porque era el día del amigo: a esa hora, la ciudad “era un caos”.  


En relación con el momento en que abordó el colectivo, explicó que cuando el colectivo arrancó ella ya había subido pero el chico que venía subiendo atrás, que la había dejado pasar, tenía un pie aún en la calzada. No le pasó nada. Esto le llamó la atención porque no había necesidad de apurarse: el semáforo estaba en rojo, tal como indicó antes.  


A las pocas cuadras, el colectivo se desvió del recorrido. El vehículo estaba muy lleno, ella estaba enojada y se fue corriendo hacia la mitad del vehículo, quedando parada, finalmente, entre la máquina y la puerta del medio dado que no podía avanzar más hacia la parte trasera.   


A preguntas que se le formularon, no pudo recordar si el chofer, a pesar de la gente que había en el colectivo, tenía visión de los espejos. Tampoco la vestimenta, aunque los otros testigos decían –cuando fue a declarar al juzgado cinco años atrás- que tenía una capucha. No recordó tampoco ninguna otra incidencia con los pasajeros y tampoco si había gente en las escaleras de adelante del colectivo.  


En Honduras, el colectivo se desvió  y sintió el impacto y los gritos de la gente. El colectivo se detuvo y se abrieron las puertas para que la gente bajara. Cuando bajó,  vio una mujer en la calzada.  


Antes del impacto, la testigo iba mirando a la derecha. No vio si había gente cruzando pero sintió “como que le pasaba por encima a algo con la rueda”. Percibió ese movimiento en dos oportunidades.  


Algunas personas le gritaban al chofer que fuera para adelante y otras, para atrás. Entonces, se abrieron las puertas y todos bajaron. Algunos pasajeros se descompusieron de la impresión; junto a otra chica, las asistieron.   


Se enteró de lo que había pasado cuando llegó el padre del nene: lo escuchó gritar y entonces, preguntó. Pero solo recordó haber visto a la mujer, cerca de la rueda delantera derecha, que tenía parte del cuerpo debajo del colectivo pero la cabeza, no.  


En relación con la maniobra que hizo el colectivo al doblar, no pudo brindar mayores precisiones.  Solo manifestó que le llamó la atención que doblara en una calle en la que no tenía que doblar.  


Juliana Echeverría relató que el hecho ocurrió el 20 de julio, más o menos a las siete de la tarde; ella estaba yendo a trabajar. Ascendió al colectivo en Santa Fe y Scalabrini Ortiz.  


Había mucho tránsito porque era el día del amigo. Cuando estaba yendo por Scalabrini Ortiz, ya cruzando la calle Honduras, el chofer, no sabe por qué, decidió doblar a mano derecha. 


En cuanto a la capacidad, expresó que el colectivo estaba lleno pero no pudo recordar si había gente en las escaleras. El colectivero no tenía ninguna  particularidad en su vestimenta  y tampoco pudo recordar si hubo alguna discusión con los pasajeros.  


Antes del accidente, ella estaba parada entre el chofer y la puerta del medio. Al llegar a Honduras, dobló -le dio la sensación de que quería tomar un atajo porque estaba apurado. Pudo ver a una señora, que llevaba un bebé en brazos y un nene de la mano, cruzando por la senda peatonal. Ellos tenían luz verde para cruzar, la testigo expresó haberse dado cuenta en ese momento de que el colectivero estaba “doblando mal” (sic).  


Luego, vio que “se metían abajo del colectivo” y recordó que pasaron con el colectivo por arriba de ellos. Manifestó no recordar si la señora había visto al colectivo.  


La gente que estaba afuera del colectivo, en la calle, comenzó a gritar que había un nene debajo del vehículo. Entonces, el colectivo frenó, dio marcha atrás y luego, se detuvo. Cree que esta última maniobra se debió a los gritos de las personas que le decían al conductor que había un niño debajo.  


Cuando bajó, habló con la mamá de los niños, que estaba tendida boca abajo en la calzada, y le preguntó si estaba bien y si la podía ayudar en algo. La señora le pidió que le alcanzara su cartera, que había quedado lejos, para llamar a su marido por celular. Su cuerpo estaba ubicado entre la rueda delantera y la trasera.   


También vio que había un nene y se acercó a la rueda trasera para ver si lo podía ayudar pero como advirtió que no lo podía auxiliar, no se acercó. Luego buscaron una bolsa o un cartón para tapar su cuerpo.   


A preguntas de la defensa, manifestó que conocía el nombre del niño porque el hecho la impresionó mucho, porque lo vio en los noticieros y porque pasaba muy seguido por esa esquina, donde se colocó una estrella con el nombre “Facundo”.  


Luego de que se leyera un fragmento de su declaración anterior, pudo recordar que, cuando la señora se percató de que el colectivo se le abalanzaba, atinó a llevar al chiquito hacía su persona y que los pasajeros le gritaban al chofer “pará, pará”.  


Finalmente, a preguntas del tribunal, respondió que no tenía dudas de que colectivo hubiera impactado contra el grupo de tres personas que cruzaba la calle.  

 
II.I.
La prueba que se incorpora por lectura. 

Durante el curso de la encuesta se ha incorporado por lectura, a instancia de las partes, sendo material probatorio que se impone reseñar en este acápite, en consonancia con la providencia que corre a fs. 701/703. Destaco, de manera liminar, que dicho interlocutorio ha abrigado la totalidad de la probanzas aconsejadas por los adversarios procesales; en ese marco de horizontalidad, esta presidencia, ha acogido de manera extendida las sugerencias probatorias de aquéllos -no se ha rechazado o denegado pedido alguno en tal sentido-, extremo que torna prudente afirmar que la altercación sustanciada en el corazón mismo del juicio oral tuvo como plataforma el material propiciado por los contrincantes en el pleito.


Sentado ello, debe señalarse que el acta de fs. 5/7, y su transcripción de fs. 8,  dan cuenta de que,  a consecuencia del suceso que se describiera en la plataforma fáctica, se labraron las actuaciones del caso y ante la verificación de personas lesionadas y fallecida se dio intervención a las unidades policiales especializadas y al SAME, a la vez que se secuestraron los elementos vinculados a la pesquisa emprendida, ordenándose la remisión a la morgue de los restos del niño Facundo Serrato.     


Las similares de fs. 10 y 11 dan cuenta de la aprehensión del encartado y del inmediato secuestro del colectivo de la línea 15, interno 58, dominio colocado CEU-732.



El croquis de fs. 12 y los planos de fs. 13, 380 y 558 bis nos ilustran respecto del lugar donde acaecieron los hechos, describiéndose en ellos las arterias donde adquirieron relevancia los primeros y el lugar donde yacía el cuerpo del menor. También, se detalla el lugar donde se encontraba la persona de sexo femenino herida, el sentido de circulación de las calles, el lugar de ubicación del colectivo de la línea 15, interno 58, los semáforos existentes y la ubicación de las sendas peatonales.    


El inventario que corre a fs. 24 nos describe las características generales del mencionado rodado.



A fs. 54/55 lucen agregadas las cartas documento remitidas por la empresa Sur-Nor Cisa. En la de fs. 54, se  llamó la atención a Carlos Gustavo Verón por sus actitudes desaprensivas en el marco del desplazamiento del rodado en función de la relación laboral que los unía (fs. 54) a la vez que la de fs. 55 refiere una similar de la empresa por una maniobra inapropiada a su calidad de conductor, oportunidad en la que Verón pidió disculpas y manifestó que no volvería a ocurrir tal proceder desatinado.    


Las vistas fotográficas de fs. 65/68 colocan sobre la superficie el lugar de ocurrencia de los hechos y el rodado que protagonizara el luctuoso suceso que se pesquisa.



Se encuentran agregadas a fs. 77 y 80 copias de los boletos aportados por las testigos Carrizo y Zulema Nelly María.



A fs. 107/181 luce glosado el legajo interno correspondiente a Verón en la línea 15. Del repaso del mismo se infiere la existencia de una infracción de tránsito (ver fs. 108); el informe ambiental practicado por la empresa en oportunidad de su contratación (ver fs. 116/122) y las requisitorias vinculadas con la prestación del servicio, en particular las que corren a fs. 123, 128, 129, 131, 132, 133, 135, 137, 138 y 139 donde se le requieren diversas explicaciones vinculadas a posibles infracciones viales y anomalías en paralelo al desempeño de la relación laboral.


La historia clínica confeccionada respecto de Cecilia García Otero, en oportunidad de su internación, da cuenta de las lesiones que ésta presentaba como consecuencia del acontecimiento vial y la evolución del mismo (ver fs. 249/293). En igual término, se expide la practicada respecto de Eugenia Serrato (ver fs. 295/323).


El informe de la Comisión Nacional de Regulación de Transporte, que se aduna a fs. 483/485, da cuenta de la aptitud general que poseía Verón para desempeñarse en la conducción de rodados como el fotografiado a fs. 66/68.



Los videos adunados a la encuesta nos ilustran respecto de las particularidades del lugar el día del suceso; la ubicación del rodado y del cuerpo ya sin vida de Facundo Serrato y del interior del rodado de alquiler el cual es completado por las pertinentes vistas fotográficas 


El informe que corre a fs. 345/348 da cuenta, en relación con el suceso acaecido el 20 de julio de 2010, que el horario de paso del interno 58 por Scalabrini Ortíz y Honduras es, aproximadamente, a las 18:46 h y por José Antonio Cabrera, a las 18:48 h, a la vez que la entrada en servicio del conductor es a las 14.59, finalizando a las 19.27 h.



Los exámenes psicofísicos practicados respecto del imputado dan cuenta de la regularidad de su condición psicofísica (fs. 29 y 99); en similares términos se expide el dosaje de alcohol que se le practicara (fs. 203).


Evaluado a tenor del artículo 78 del código adjetivo se ha concluido que Verón no presenta alteraciones de sus facultades mentales (ver fs. 243).



La autopsia practicada sobre el niño Facundo Serrato da cuenta de que su muerte fue producida por politraumatismo, hemorragia interna y externa (ver fs. 183). Los informes complementarios dan cuenta de la existencia de compuestos o elementos de interés toxicológico (fs. 508/11 y 587/588).


El informe médico practicado respecto de Cecilia Otero García revela que la misma poseía lesiones que la han imposibilitado para el trabajo por un lapso mayor al mes a partir de la fecha de comisión del hecho.  Su mecanismo de producción fue el choque o golpe o roce con o contra objetos o superficies duras y desprendimiento violento con arrancamiento y separación de tejido (ver fs. 241). El similar practicado a Eugenia Lourdes Serrato da cuenta de que se encontró hospitalizada a consecuencia del hecho, habiendo padecido importantes lesiones en su miembro inferior derecho (ver fs. 395).



La experticia adunada a fs. 90/91 procede al relevamiento integral del colectivo  de la línea 15, interno 58, dominio colocado CEU-732. En lo que al suceso interesa, se observa que la peritación describe que el lugar en donde se produjo el impacto poseía una visibilidad regular, sus pisos, secos, se hallaban en buen estado. En dicha intersección, los semáforos funcionan normalmente. Se halló una huella de rodado de neumático dejada por la rueda delantera izquierda que se extiende por aproximadamente 12 m de longitud, la cual se imprime sobre la calzada por el peso del rodado, sumado a la fricción del neumático producto del giro hacia la derecha y también se observó un rastro de arrastre de neumático frenado sobre el sector donde se visualizó una sustancia grasa y sangre que habría aprisionado con su rueda delantera derecha a una de las víctimas y que se extiende por tres metros de longitud. El informe agregó que por los daños que presenta el rodado, rastros relevados y posición donde fuera hallada la víctima, el colectivo, en principio, circularía por la Av. S. Ortiz en dirección al sud este a la altura del carril segundo a contar de derecha a izquierda según el sentido de marcha que habría girado hacia la derecha para transitar por la calle Honduras, momento en que por la zona aproximada de la senda peatonal nor oeste de dicha arteria transitarían las víctimas que entrarían cruzando la calzada de ésta y, producto del contacto del colectivo contra las víctimas, con su rueda delantera derecha pisaría y arrastraría a una de las victimas por una extensión de 3 m de longitud sobre la capa asfáltica de la calzada de la calle  Honduras, mientras que con su rueda delantera izquierda aplastaría al menor que se halló ubicado con sus piernas y parte del cuerpo debajo del colectivo y el resto de su cuerpo, cabeza y miembro superiores se hallaron fueron de la zona baja del colectivo y aproximadamente  a 0,70 m luego de traspasada la senda peatonal mencionada y aproximadamente también a 1.70 m del cordón izquierdo de la calle Honduras.


El informe médico legal practicado por la dependencia específica concluye que el fallecimiento de Facundo Serrato se superpone con una muerte violenta, de etiología homicida, por accidente de tránsito a la vez que el deceso acaeció por destrucción de estructuras anatómicas y funciones vitales, localizadas a nivel encefálico, además de hemorragia interna y externa (ver fs. 479/482).



A fs. 216/17 se encuentra el acta de nacimiento de Facundo Nicolás Serrato.



El croquis de fs. 230 regresa en torno a las arterias donde se desencadenaran los sucesos y las posiciones del menor, la mujer, el testigo, la casa de éste y el semáforo vehicular.



Las actuaciones complementarias labradas por la prevención contienen vistas fotográficas de la unidad y el lugar donde acaecieran los sucesos (ver fs. 343/392).



El Ministerio de Planificación Federal da cuenta de las actuaciones internas labradas en paralelo a la investigación criminal, que se practicaron en ese ministerio (ver fs. 396).



Corren a fs. 31 y 44 las constancias de extracción de sangre del imputado Verón a efectos de practicar los dosajes correspondientes.



La peritación llevada a cabo con intervención de la División Ingeniería Vial Forense de la P.F.A da cuenta de que el vehículo en cuestión se encuentra en desuso en el galpón de la empresa. De aquél, se retiró la maquina expendedora de boletos, el infla ruedas, el limitador de velocidad, el abre y cierra puertas automático y todos los elementos necesarios para la habilitación del vehículo con destino al transporte público (ver fs. 710/711).



Luce a fs. 715 la nomina de conductores que, además de Verón, cumplieron funciones con el interno 58 de la línea 15. 


            
III.



El descargo del imputado.- 

 
En oportunidad de rendir declaración indagatoria ante el Sr. Juez de Instrucción el encartado ha brindado una pormenorizada versión de descargo (ver fs. 192/195).-


En dicho acto típico de filiación judicial se explayó señalando que, el día del hecho venía de Benavídez hacia Pompeya, cuando llegó a la parada de Scalabrini Ortiz y Santa Fe –en la que suele haber mucha gente- el colectivo se llenó. Como el colectivo es de puerta ancha, de los modelos viejos, la gente se acumula mucho en el sector de adelante; por ello, le indicó a la gente que se moviera para atrás a fin de permitir que el ascenso de pasajeros. 


En la parada siguiente, Paraguay y Scalabrini Ortiz, suele descender mucha gente del colectivo y por lo tanto tuvo que abrir la puerta delantera ya que la gente no podía bajar por atrás y  pese a que el colectivo estaba lleno subieron nuevos pasajeros, indicando una pasajera que habían pasado tres colectivos antes y no pararon. Cerró las puertas como pudo, había gente parada a su lado, del lado derecho casi no veía ya que había mucha gente. 

La siguiente parada es en Gorriti y pasó lo mismo: detuvo el vehículo y tuvo que abrir la puerta. La gente se fastidió porque, de nuevo, al abrir la puerta delantera para que bajara gente los que intentan subir se metieron aunque no había más lugar. Manifestó que esto no era su culpa. 


Reanudó su marcha pero por el carril del medio porque el de la derecha está siempre ocupado por autos, ya que hay un supermercado Carrefour. En la anteúltima parada, que es el Salvador, frenó nuevamente. El colectivo ya estaba lleno, le dijo a la gente que fuera hacia atrás, había gente hasta en los estribos. Arrancó y cerró la puerta y un sujeto que estaba arriba del colectivo pegado al vidrio, vestido con ropa de River, le indicó que cerrara la puerta. 

En Honduras, estaba lleno de tráfico, y quedó detenido en el carril del medio, no se podía pasar a la derecha porque ahí siempre está lleno de autos estacionados de la policía ya que hay una comisaría. Había quedado detenido en la mitad de la calle Honduras  y vio que estaba por cambiar el semáforo, entonces giró a su derecha despacio. No advirtió que viniera nadie del lado izquierdo y del lado derecho, como dobló bien abierto, miró primero, detuvo su marcha y se levantó y volvió a mirar, ya que como había mucha gente no tenía visión. No alcanzó a ver el espejo retrovisor derecho por la cantidad de gente que había.

 En ese instante, sintió como un golpe y que pasaba sobre algo. Frenó y la gente empezó a gritar; abrió las dos puertas porque el colectivo estaba cargado y la gente bajó.
 Activó el freno de mano y cuando ya estaba por bajar, un señor dio la vuelta y le golpeó el vidrio diciéndole: “hacé marcha atrás”. El colectivo “tenía palanca, y no botones” (sic) como los nuevos, dio marcha atrás, menos de un metro, pero más no lo podía mover porque no sabía que pasaba. 

Cuando bajó estaba la señora delante de la rueda derecha hablando por celular, y un señor tenía a la nenita en brazos. En ese momento, fue para el otro lado del colectivo y vio al nene, cerca de la rueda trasera, pero sin llegar a tocarla. Pasado menos de un minuto, llegó el patrullero y lo subieron.
 En relación con la desviación del recorrido, manifestó que las unidades están equipadas con GPS, que a veces les indica por manifestaciones y cortes de calle que altere el recorrido. No se aplican sanciones por cambios en la ruta.  Él había decidido continuar por la calle Malabia, que es paralela a S. Ortiz. A veces,  un inspector les dice por dónde desviar pero en este caso fue decidido por él, aunque un inspector se encontraba en la zona, porque llegó de inmediato.
 Verón agregó que su función era ser “franquero” (sic), algunas veces realizaba una sola vuelta y otras, dos. No tenía coche fijo.
 El día del hecho decidió hacer el desvió en Honduras porque había mucho tránsito dado que era el día del amigo. No hacía ese desvío con frecuencia pero es probable que lo hubiera hecho antes. 

Verón manifestó que al momento de girar por la calle Honduras e intentar mirar el espejo retrovisor derecho estaba detenido en Honduras, giró despacio, y no vio nada. No alcanzó a ver la totalidad del espejo retrovisor porque un hombre alto se lo impidió. Sólo vio la mitad de arriba, que es para ver si viene alguien de atrás. El parabrisas hacia delante lo veía casi por la mitad, porque había mucha gente y no vio a nadie cruzando.
 Después del accidente, un hombre se le acercó y le dijo que hiciera marcha atrás y lo hizo. Cuando bajó vio a la señora cerca de la rueda delantera. Manifestó que creía que la rueda estaba sobre la pierna de la mujer, o cerca, o aprisionando a la misma, y por eso le dijeron que diera marcha atrás. Respecto del nene, cuando lo vio estaba debajo del colectivo, a unos 30 centímetros de la rueda trasera.
Continuó diciendo que cuando giró en Honduras iba despacio, estaba parado, no dobló “directo” y todos gritaron cuando sintió el golpe. Antes de ese momento, los pasajeros solo se quejaban de que pasaron los colectivos llenos y no paraban. En ningún momento le dijeron que bajara la velocidad; además, estaba cargado, no podía ir rápido.

Manifestó que las infracciones de tránsito que registraba el vehículo y que surgen de la causa son anteriores a su ingreso a la empresa, que ocurrió el 31 de julio de 2008.

Finalmente, expresó que cuando bajó de la unidad y se enteró de lo sucedido y del nene fallecido, se sintió muy mal, pensaba en su hija y en su familia. No fue su intención, no los vio  y, aunque tiene registro profesional es  humano y se equivoca.
 Ya en la audiencia de debate negó nuevamente el delito que se le atribuye; reeditando su ponencia del segmento procesal anterior se explayo aditando que la anomalía se gestó en un error de tránsito, aun cuando se encuentra facultado para el desvío a la vez que, concretamente, el giro en Honduras fue lento; que no sintió choque alguno pero si que paso con su rueda izquierda sobre “algo”, enterándose a la postre que se trataba de Facundo del que infirió que se le habría escapado a la madre en función de la diversidad de posiciones que ambos quedaran,  no obstante lo cual dio marcha por pedido de los concurrentes respecto de los cuales quien no le habrían advertido su circulación por dicha arteria.-


En oportunidad de las denominadas palabras finales insistió en su lejanía con el injusto proclamando que el deceso no fue querido y que el día de su jornada laboral no deseaba matar a nadie, hallándose dolido por la situación y esperaba no ser merecedor de una pena de cumplimiento efectivo.- 


IV.-


Valoración de la prueba.- 



 En la oportunidad procesal prevista en el artículo 393 de la ley de rito,  los adversarios procesales han coincidido en la producción del suceso causídico como en las riendas que, en su acontecer causal, le cupieron al incuso.


Ninguna duda cabe acerca de la materialidad de los hechos, ni las partes han controvertido los mismos. Es por demás prístino que, en las circunstancias de tiempo, modo y lugar ya reseñadas, Verón embistió a Facundo Serrato, Eugenia Serrato y Cecilia García Otero,  producto de lo cual se produjo el deceso del primero y las lesiones referenciadas en relación a estas últimas, a la vez que de manera tangencial o lateral la propia asistencia técnica del encartado evaluó la posibilidad y viabilidad de la sanción, aun cuando enderezó sus reclamos hacia una posibilidad de cumplimiento condicional, extremo que será abordado oportunamente. 


Han sido coincidentes -aun con detalles de matices y cierta disfunción sensorial que ha germinado al compás del transcurso del tiempo- quienes se desplazaron en el interior del interno de línea  15 comandado por Verón en señalar las constantes y profundas desatenciones viales de éste,  en paralelo al reclamo del pasaje en cuanto a que moderara su desplazamiento y mostrara mayor apego a las normas que rigen en la materia.

Creo que como punto de arranque es dable recalar en el testimonio prestado en la audiencia de debate por una de las víctimas: Cecilia García Otero; ésta fue clara en cuanto a que el día del suceso -en oportunidad de cruzar Honduras de manera regular, con habilitación de paso-  observó que el rodado en cuestión pegó un  “ volantazo “  y tomó imprevistamente por dicha arteria para impactar contra ella y contra sus hijos causando las consecuencias ya descriptas. En particular, destacó que agarró a su hijo del cuello y trató de retroceder hacia la calzada primigenia, destacando que por el voltaje que Verón le imprimiera a la maniobra,  tuvo una suerte de succión, fue arrastrada,  la rueda delantera derecha quedó arriba de su pierna a la vez que a Facundo no lo vio nunca más. 

Dicho testimonio comienza a tener corroboración por Zulema Nelly María quien no trepidó en señalar que, de manera intempestiva, el colectivo dio un giro rápido, oportunidad en que embistió a una mujer que cruzaba con un bebé en brazos y con un nene de la mano por la senda. Particularmente, no dudó en destacar que el colectivo dio vuelta con un giro que rotuló como brusco a la vez que la madre no tuvo tiempo de volverse o seguir hacia  adelante.


Si bien hizo referencia a la posibilidad de que el colectivo pasara por una loma de burro o algo similar o que pasó al “chiquito” por arriba, no dudó en señalar la ferocidad de la embestida primaria. 


No me pasa inadvertido el testimonio de Sandra María Charras quien insistió en que Verón se desplazaba nervioso, apurado, irascible con aquellas personas que componían el pasaje, desoyendo los reclamos de éste y asumiendo una actitud ríspida respecto de las sugerencias que se le cursaban; al desplazarse por Scalabrini Ortiz, en su intersección con Honduras, dobló  fuerte, sin detenerse, oportunidad en que alcanzó a una persona que estaba con un bebé y un nene. 


En ese mismo sendero, corresponde sopesar la declaración juramentada de Irma Daniela Carrizo quien volvió a poner de relieve el comportamiento irascible de Verón -destacando la impropiedad de éste en el uso de una capucha que conspiraba contra una normal visión-  explayándose en que ella misma pidió que moderara su andar recibiendo como respuesta de éste que quería  “volver rápido a su casa”, añadiendo en relación con la colisión que si bien no pudo observar detalles de la misma, en razón de la comunicación telefónica que la alcanzaba, sí observó la doblada brusca de Verón hacia la derecha, por el segundo carril, de la cual se gestara el desenlace fatal referenciado y las lesiones pericialmente verificadas. 


También confluye a ornamentar el cuadro incriminatorio la deposición de Paula Premet quien en su calidad de vecina del lugar, al momento de los hechos, observó que el rodado de alquiler se elevaba y pasaba por encima de un bulto del que colegía que era el niño fallecido. 


Las manifestaciones de Lucila del Mar Herrera Broner transitan surcos similares a las que vengo reseñando en cuanto a que el chofer de la línea 15 solo manifestaba querer llegar rápido a su casa. Previa discusión con éste, se desplazó hacia la parte posterior del rodado, para observar que en Honduras el colectivero se desvió sintiendo un impacto y percibiendo como que una de las ruedas del colectivo pasaba por encima de algo, aun cuando no pudo explayarse sobre las calidades de la maniobra de cambio de arteria del conductor  en razón de la ubicación que poseía en el interior del rodado. 


Fue clara también Juliana Echeverría quien, si bien no recordó la discusión entre el conductor y el conjunto de pasajeros, sí percibió que al llegar a Honduras, el primero -dando la sensación de estar apurado- tomó intempestivamente por dicha arteria, observando a una señora que llevaba un bebé en brazos y uno de la mano, cruzando, con verde en su favor, la senda peatonal. Es importante destacar que Echeverría preciso el carácter infausto de la maniobra a la vez que precisó que producto de ella el colectivo embistió a los tres circulantes a la vez que advirtió que los tres mencionados anteriormente “se metían abajo del colectivo”, brindando asistencia a la madre y advirtiendo que la rueda trasera del rodado de alquiler se encontraba el cuerpo sin vida de quien a la postre resultó ser Facundo Serrato. En lo medular, no trepidó en señalar que el impacto protagonizado por Verón alcanzó a las tres personas que cruzaban por la calle.


Creo que la asepsia de las declaraciones testimoniales reseñadas y sopesadas me permite ensayar una suerte de conclusión preliminar: el día de los hechos Carlos Gustavo Verón, como colofón de un giro intempestivo, negligente y ausente de cualquier tipo de sosiego –según el relato mayoritario de los convocados-  ha sido el agente productor de la muerte de Facundo Serrato y de las lesiones de Eugenia Serrato y Cecilia García Otero. 
 Es cierto que  el transcurso del tiempo, ha tenido una incidencia directa sobre la percepción sensorial y determina que ciertas circunstancias otrora recordadas con mayor precisión, se tornen difusas con el devenir del tiempo (ver mi voto en T.O.C. N° 4, causa nro. 2517, “Madjhoubian, Juan José s/ cohecho agravado”, rta.  9/9/2013) 

Pero dicho contorno relativamente difuso cabalga sobre territorios comunes con lo predicado por calificada doctrina en cuanto enseña que las imágenes visuales están muy lejos de ser reproducciones fotográficas; presenta sobre los clichés inanimados la gran superioridad de reflejar la vida y el movimiento; pero su movilidad y su carácter esquemático hace que no contengan sino un aspecto de las cosas por fuerza incompleto y más o menos fragmentario (Ghorphe, Francois “La crítica del testimonio”, Reus Editorial, Madrid, 2003. p. 192).

Pero aun con esa innegable bruma parcial que germinara como consectario del devenir del tiempo, en modo alguno, pondero esas limitaciones accesorias como testimonios mendaces o desprovistos de fuerza convictita; para ello, es dable recrear lo resuelto por la Sala II de la Cámara Federal de Casación Penal  en cuanto  ha establecido  “que debe tenerse en cuenta que la especial fuerza probatoria del testimonio en el régimen de la oralidad, donde los testigos son oídos directamente por los jueces encargados de juzgar, se extrae no solo del contenido sino también del modo en que responden al interrogatorio y demás circunstancias que son especialmente apreciables por el tribunal de mérito en tanto no se demuestre que el juzgador ha caído  en absurdo o en la infracción a las reglas de la sana crítica  (causa 1359/2010/CFC1; registro 1866/15, “Riarte, Jorge Lionel y otros”,  rta.  18/11/2015; voto del juez David; ver mi voto en T.O.C. 4, causa nro. 4517 (12698/2014), “Godoy, Alejandro Nahuel”, rta 21/12/2015).-     

De esa banda, tomo nota que revisten cardinal importancia las conclusiones de la autopsia practicada en la que se concluye que la muerte de Facundo Serrato fue producida por politraumatismo, hemorragia interna y externa (ver fs. 183).



Pues bien, sin pretender subrogar una función tan delicada como es la experticia médica en función de carecer, justamente, de conocimientos en la aludida disciplina, creo que el análisis de dicho elemento probatorio nuclear  me permite concluir que ha sido en la primera embestida -producto del accionar desbordado en oportunidad de escoger una arteria diversa a la del recorrido- la que ha producido el lamentable deceso perquirido en autos.



En efecto, a poco de analizar el examen traumatológico que corre a fs. 185, punto 2°, y en función de la ubicación que poseía el niño en oportunidad en que anhelaba cruzar la arteria, se desprende que la destrucción traumática macizo facial, y con pérdida parcial de la masa encefálica aunada a la conclusión que corre desde el punto 7 en cuanto alude a la fractura -luxación occipito-atloidea con sección medular completa, han sido el mecanismo idóneo que han conducido al óbito. 


Por ese mismo cauce, y al analizar el examen interno de cabeza que corre a fs. 186, éste da cuenta de la fractura de todos los huesos craneales lo que amerita inferir que las lesiones que se denotan en la zona de la cabeza y la cara, en los segmentos que se particularizan a fs. 186, han conllevado a dicho resultado.


Dentro del relevamiento de datos objetivos de dicha experticia,  me permito hacer particular hincapié en que por fuera de la totalidad de lesiones que se mencionan a fs. 187 adquiere relevancia la que se describe respecto de su pulmón izquierdo, de 110 gramos de peso, contusionado, desgarrado a nivel del hilio y exangüe.



Permítaseme efectuar una inferencia liminar: esta constelación de lesiones -que no trepido en ubicar en la primera embestida- ha sido el antecedente letal que finiquitara la vida del menor.



Es lógico estimar que debido a la acción sinérgica y a las propiedades de fricción de un rodado de holgado volumen, el pequeño cuerpo de Facundo Serrato fácilmente pudo verse succionado y así ser advertido –ya sin vida- en el lugar opuesto a dicho colectivo, conforme lo revela el croquis de fs. 12.


Descarto pues que Facundo Serrato haya muerto a consecuencia de la compresión signada por la marcha en reverso que desplegara Verón; ello torna baladí ingresar en discusiones circulares respecto de si éste efectuó tal maniobra a instancia de los ocasionales concurrentes al lugar o si éstos, por el contrario, le manifestaban que no desplazara el rodado en ninguno de los sentidos.



La inexistencia de lesiones apergaminadas luce de manera prístina en función de los siguientes argumentos cardinales: en primer lugar, el detenido examen de la totalidad del informe de autopsia que en ningún momento da cuenta de esta tipología traumática; en segundo término, si observamos las conclusiones que se efectúan a nivel de la pelvis, próstata, vejiga, testículos, recto y ampolla rectal observamos que ninguna particularidad presentan (ver fs. 188).



De haberse producido el deceso por las circunstancias del aplastamiento todas o algunas de estas lesiones deberían notarse diáfanas, extremo que luce absolutamente divorciado en autos.



La experticia adunada a fs. 90/91 y que  procede al relevamiento integral del colectivo  de la línea 15, interno 58, dominio colocado CEU-732, concurren en abono de la ornamentación incriminatorias 

En lo nodal, la peritación describe que el lugar en donde se produjo el impacto poseía una visibilidad regular, sus pisos secos se hallaban en buen estado. En dicha intersección los semáforos funcionan normalmente. Se halló una huella de rodado de neumático dejada por la rueda delantera izquierda que se extiende por aproximadamente 12 m de longitud, la cual se imprime sobre la calzada por el peso del rodado, sumado a la fricción del neumático producto del giro hacia la derecha y también se observó un rastro de arrastre de neumático frenado sobre el sector donde se visualizó una sustancia grasa y sangre que habría aprisionado con su rueda delantera derecha a una de las víctimas y que se extiende por 3 m de longitud. El informe agregó que por los daños que presenta el rodado, rastros relevados y posición donde fuera hallada la víctima, el colectivo, en principio, circularía por la Av. S. Ortiz en dirección al sur este a la altura del carril segundo a contar de derecha a izquierda según el sentido de marcha, que habría girado hacia la derecha para transitar por la calle Honduras, momento en que por la zona aproximada de la senda peatonal nor oeste de dicha arteria transitarían las víctimas que entrarían cruzando la calzada de la misma y, producto del contacto del colectivo contra las víctimas, con su rueda delantera derecha pisaría y arrastraría a una de las víctimas por una extensión de  3 m de longitud sobre la capa asfáltica de la calzada de la calle  Honduras, mientras que con su rueda delantera izquierda aplastaría al menor que se halló ubicado con sus piernas y parte del cuerpo debajo del colectivo y el resto de su cuerpo, cabeza y miembro superiores se hallaron fueron de la zona baja del colectivo y aproximadamente  a 0,70 m luego de traspasada la senda peatonal mencionada y aproximadamente  a 1.70 m del cordón izquierdo de la calle Honduras.-
Por esa banda, creo necesario volver sobre mis pasos y recalcar   que resulta apodíctico, al menos en mi modo de ver las cosas, que Facundo Serrato muere como colofón del primer impacto.


De tal suerte y en lo atinente a las lesiones de Eugenia Serrato y García la solución es por demás palmaria; producto de ese primer impacto se han conformado las lesiones que a éstas alcanzara, imponiéndose destacar que la última quedó atrapada por el mismo lateral hasta el arribo de auxilio.- 


Si las cosas son así, creo que la evaluación comunitaria de las coincidentes versiones testimoniales aunadas a las experticias de rigor y la prueba documental incorporada por lectura, con la aquiescencia de las partes, me permiten tener por acreditada no solo la materialidad de los hechos sino la responsabilidad que en el mismo le cupo al imputado. 
La conducta criminal, sin duda, es consecuencia de un aprendizaje que se realiza en un proceso de comunicación (Righi, Esteban, “Los delitos económicos”, Ad Hoc, Bs. As., 2000 pág. 73) pero la edificación de la imputación no es solamente teórica, en el sentido de que el hecho histórico nunca se presenta intacto sino que se observa con posterioridad a la manifestación del autor, se la aprehende en un proceso cognitivo producto de la observación judicial. Por ello, toda posibilidad de acceso comunicativo por medio de la interpretación del hecho que el observador judicial haga podrá realizarse sobre elementos comunicativos en el plano objetivo, es decir, sobre elementos de prueba y a través del sistema cognitivo del observador (Arce Aggeo, Miguel Angel, “La imputación construida”, Universidad, Bs. As., 2008, pág. 239/241).

Por fuera de ello, en la relación gnoseológica que dimana de la construcción de la atribución delictiva, los jueces tienden más que a reconstruir un hecho histórico pasado a edificar su propia representación en relación al suceso materia de juzgamiento, auxiliados, para ello, no sólo del sustento probatorio sino del marco lingüístico trabado al sol de la altercación que entablan los legitimados procesales y que les permite arribar a la construcción de la verdad procesal (ver mi voto: T.O.C. 4, causa 2936, “Ruiz, Francisco Antonio y otros”, rta. 16/4/2012).



En función de ello, es dable acudir a lo resuelto en el ejido de la provincia de Buenos Aires (ver mi voto Tribunal Criminal N° 1 de La Matanza, causa 787/2006, “Azame, Gerardo y otros”, rta. 30/9/2011; fallo publicado en LLBA, 2012, (marzo) 160; cita ON LINE AR/JUR/59252011.) en cuanto a que en los hechos materia de juzgamiento los jueces no pueden penetrar en la esfera íntima del sujeto activo o en los aspectos más sensibles de su pensamiento o de su contorno volitivo pero sí pueden delinear la existencia o inexistencia de determinado vínculo procesal haciendo jugar para ello, armónicamente,  todo el material probatorio recopilado en el legajo.-


No deviene baladí predicar y recalcar, que para ornamentar la imputación,  he reivindicado  no solo los testimonios vertidos en la altercación oral, los informes médicos de la especialidad, sino también, las manifestaciones de todos los intervinientes quienes de manera armónica concurren a dar plena apoyatura al Sr. Fiscal General en oportunidad de presentar su caso; por otra parte, creo haber fijado el contenido y alcance que le he acordado a cada uno de ellos en el marco de la sana crítica consagrada en nuestro procedimiento penal y que, en conjunto, fueron erigiéndose en premisas que se mancomunaron y que me permitieron- lógica y razonadamente- derivar en la incriminación de los procesados  en los sucesos que diera por probados (conf. Tribunal de Casación de la Provincia de Buenos Aires, sala II, causa 50.756/50.757 “Azame, Gerardo Rodolfo” rta.  28/2/2013; voto del juez Mahiques).



Desde ese espigón, no trepido en señalar que en el procedimiento oral, la valoración es armónica y debe ser efectuada teniendo en cuenta el valor convictivo de los elementos en su conjunto; el tribunal de mérito queda liberado del rigorismo aparejado con el método de la prueba tasada  de corte inquisitivo (Granillo Fernández, Héctor – Herbel, Gustavo; “Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires”; T. I; Pág. 216; Ed. La Ley; Bs. As.; 2009; Romero Villanueva, Horacio – Grisetti, Ricardo “Código Procesal Penal de la Nación”, La Ley, Bs. As., 2015, T II  págs. 816/817) siendo plenamente soberano para apreciar, seleccionar y descartar las probanzas recibidas en el juicio (Bertolino, Pedro; “Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires"; Pág. 394; Lexis Nexis; Bs. As.; 2009; Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, sala II, causa 23.881, rta. 24/1/2008 ).
La sana crítica racional se caracteriza por la facultad de que el juzgador logre sus conclusiones sobre los hechos de la causa valorando la eficacia y la convicción que le produce las pruebas aportadas por las partes con total e irrestricta libertad de conciencia pero respetando, al fundar sus decisiones, las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la experiencia ( Funes, Roque – Pló, Nicolás en Almeyra, Miguel Angel - Báez, Julio C. “ Tratado de Derecho Procesal Penal”, Tomo II, La Ley, Bs. As., 2015, págs 446/447).  
Es mi deber señalar, que a la luz del modelo acusatorio con que se edifica nuestro juicio oral es la acusación  quien llevan la iniciativa probatoria y pesa sobre ellos la carga de probar la culpabilidad del  imputado (Granillo Fernández, Héctor M – Herbel, Gustavo, “Código de la Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires” T. II,  Ed LA LEY,  Bs As., 2009, pág. 301).-
          No se me oculta, ciertamente, la matriz adversarial con que se cincela el juicio oral pues -aún cuando se advierta que el ordenamiento procesal se enrola en la tipología de un sistema mixto pese a que la tendencia y la legislación actual no abdican en enmarcar progresivamente al mismo dentro del primero- es el debate un segmento procesal de neto corte acusatorio donde cobran relevancia las exigencias de oralidad, continuidad, publicidad y contradicción, apotegmas éstos que no son una concesión graciosa de la ley procesal sino que germinan de la Carta Suprema (Langevin, Julián “Los límites punitivos del juzgador en materia penal” LA LEY 2007-D-633 ) .-

       Dicho enfoque es tributario de las enseñanzas de Vélez Mariconde (“Derecho Procesal Penal”,  tomo I, Marcos Lerner, Córdoba, 1986, pág.21) en cuanto a que es unánime la doctrina en que la etapa de juicio, aún en el sistema mixto, es netamente acusatoria.-

     A no dudarlo, que ha sido nuestro tribunal cimero el que ha reconocido que Juan Bautista Alberdi y los constituyentes de 1853 optaron por el modelo norteamericano -originariamente opuesto por completo al europeo, su antípoda institucional- y que el proceso penal es un sistema horizontalmente organizado que no puede comulgar con otro sistema que no sea el acusatorio (C.SJ.N., causa 21.923/02, “Sandoval, David Andrés s/ recurso de hecho”, rta. 31/8/2010; considerando 14 del voto del Ministro Zaffaroni).
       Es ese marco acusatorio el que ha dado pábulo a nuestra Corte Federal para profetizar  que corresponde al Ministerio Fiscal  -y a la querella- probar la conducta y todos sus extremos y que cualquier atisbo de duda debe ser evaluado a favor del encartado so pena de violar la defensa en juicio (C.S.J.N, “Abraham Jonte, Ronaldo”, con remisión al dictamen del Procurador General,   JA 2002-II -753). 
No debe perderse de vista que la sentencia, para ser  condenatoria, debe apoyarse en el triunfo probatorio de la acusación y ausente de la más mínima duda racional ofreciendo la absoluta seguridad que los hechos han ocurrido de determinada manera.
Creo que en la relación triangular sobre la que se aposta el enjuiciamiento criminal se ha verificado -en la especie y en función del relevamiento efectuado del material probatorio sugerido por los contrincantes en el pleito- el  triunfo de la acusación en su misión de acreditar la culpabilidad del imputado,  reivindicando la presentación de su caso.-

Es evidente - dada la naturaleza de delito imprudente que alcanza a los sucesos perquiridos y la imposibilidad física de penetrar en la mente de Verón en aras de determinar su vertiente gnoseológica en relación con el contenido de su negligencia- que no deseo llegar a la obtención de una verdad metafísicamente pura porque ello es materialmente imposible para el ser humano (ver mi voto emitido en la causa “A, A. D” del T.O.C 10, rta.  23/8/2012, fallo publicado en Revista de Derecho Penal y Criminología Pág. 123, Año II, Numero 11, Diciembre del 2012; Nieva Fenoll, Jordi, “Fundamentos de Derecho Procesal Penal”, Pág. 282, I B de F, Montevideo, Bs. As., 2012).  

La verdad que se edifica en paralelo con el desarrollo del proceso tiende a mirar hacia el interior del contradictorio de las partes y no hacia una verdad histórica que es inalcanzable: lograr esa cercanía con la verdad histórica es lo máximo que podemos hacer y aspirar pues no es posible que en un juicio se reproduzca la verdad íntegra de lo ocurrido (Moreno Holman, Leonardo, “Teoría del caso”, Pág. 22, Ediciones Didot, Bs. As., 2012; Reyna Alfaro, Luis Miguel, “Litigación estratégica y técnicas de persuasión aplicadas al proceso penal”, Pág.. 13/15, Grijley, Lima  2009).

Lo dicho en el párrafo que antecede barrunta a considerar que la verdad es sólo una aspiración; prefiero encarrilar la cuestión en la certeza procesal que es la verdadera necesidad sustentadora de la sentencia (Chiara Díaz, Carlos,  La Rosa, Mariano, “Derecho Procesal Penal”, Tomo 2, Pág. 572, Astrea, Bs. As, 2003).

La prudencia impone ahondar en la férrea negativa en que se encerró  Carlos Gustavo Verón en todos los segmentos procesales.-

Dicho buceo no deviene baladí; por el contario, creo que la sentencia, para ser válida, debe encontrarse motivada. Esta exigencia constituye una garantía constitucional no sólo para el acusado sino también para el Estado, en cuanto tiende a asegurar la recta administración de justicia. La motivación hace al régimen republicano de gobierno al asegurar las razones que tuvieron en cuenta los jueces para pronunciar sus sentencias (De la Rúa, Fernando, “La casación penal”, Págs. 106/108, Depalma, Bs. As., 1994).-

La motivación es pues la exteriorización de determinada conclusión jurídica y esa necesidad de exteriorización de los motivos retroactúa sobre la propia dinámica de la motivación obligando a quien la adopta a operar, ya desde el principio, con unos parámetros de racionalidad expresa mucho más exigentes (Almeyra, Miguel Ángel – Báez, Julio C  “Código Procesal Penal de la Nación”, T. III, LA LEY, Bs As., 2007, pág. 290,; Díaz Cantón Fernando, “El control judicial de la motivación de la sentencia” en Maier, Julio, “Los recursos en el procedimiento penal”, Del Puerto, Bs. As.,1999, pág. 59).-

Así las cosas, creo que el genérico deber de motivación consignado en los párrafos anteriores alienta abordar, ponderar y, finalmente, descartar las parciales manifestaciones de inocencia asumida por el encausado habida cuenta de que -más allá del carácter seráfico de su defensa- lo cierto es que el mismo se encuentra divorciado de todo el material cargoso que he venido despuntando, no se encuentra avalado por ninguna probanza que acuda en su auxilio, extremo que me habilita a inferir que su proclama es mendaz y que tiene como fin directo e inmediato colocarse en mejor situación procesal, la que se encuentra harto comprometida a la luz de dicho material convictivo.-

Pues bien, Verón ha tomado distancia del suceso que se le adjudica en el acto procesal en el que le tocó intervenir. En lo sustancial, descargó su responsabilidad en tres ejes bien definidos: el primero, en lo lindante a que nadie le avisó del cruce de los damnificados; el segundo estribó en que no había advertido su presencia circulatoria sobre la calle Honduras y, el tercero aludió a un suerte de culpa de la progenitora al no impedir el desprendimiento de Facundo Serrato.-
Demás esta decir que descarto las tres líneas de la defensa material e, insisto, en que corresponde acompañar a la acusación en la solución que prohija.-
En primer lugar, no era obligación del convoy advertir al profesional que guía el rodado la circunstancia del paso por parte de terceros; por el contrario, el propio aplomo en el desplazamiento regular es el marco apropiado para la advertencia del conductor, sin el auxilio de quienes contratan el servicio.-
La inadvertencia a la que hace mención Verón  -como eximente de responsabilidad-  también debe ser descartada; es cierto que pudo no haber advertido el cruce regular de los damnificados; pero esa inadvertencia lejos está de ser azarosa sino que, por el contrario, tuvo como simiente un accionar de su parte que ha violado el deber objetivo de cuidado; de haber continuado por Scalabrini Ortiz y, aún en el terreno de hipótesis o conjeturas, de haber doblado de manera apropiada por Honduras -en regular forma y con la atención que su función le encomienda- no se habría verificado el penoso suceso que culminó con la vida de Facundo Serrato y con las lesiones ya descriptas. Ese cambio de arteria -súbito y de alto voltaje- ha sido ha sido el terreno fértil por el cual vieran la luz los sucesos materia de juzgamiento.-

Finalmente debe tomar aun más distancia de la posible culpa de las víctimas; la prueba testimonial recibida me ha convencido de que las éstas poseían permiso de paso para cruzar a la vez que fue Verón quien cambió el recorrido del colectivo de manera intempestiva. 

Pero aun de manera adversa y acudiendo la absurda -y hasta improbable- hipótesis de una suerte de descuido de las víctimas, principalmente de Cecilia Inés García Otero,  creo que el carácter conjunto de un comportamiento no puede imponerse de modo unilateral y arbitrario; estoy persuadido de que el deber de cuidado exige -en principio y en casos como el analizado- la prudencia por parte del portador del rol de conductor con prescindencia de la conducta que asume los ocasionales peatones (Arce Aggeo, M. A. “Introducción a la teoría comunicativa del delito”,   Universidad, Bs. As., 2006, pág. 67). 
Quiero ser más claro aún en este extremo: tan lejos estuvieron las víctimas de cualquier actitud desaprensiva de su parte que,  aun cuando intentaban cruzar Honduras de manera regular, particularmente García Otero, tenía el pleno conocimiento del lugar y sabiendo a ciencia cierta que el colectivo de la línea 15 regularmente se desplaza por Scalabrini Ortiz, procedieron, en función de la confianza y de la expectativa en el rol que éstas encarnaban, a cruzar merced a dicho marco. García Otero, quien insistió en su conocimiento del recorrido, ni siquiera se percató del posible giro intempestivo aludido. 

Va de suyo que en ese marco de expectativas ni siquiera se le representó como posible la maniobra que culminara con la vida de su hijo y produjera las lesiones reiteradamente mencionadas. 

Entonces, no solamente corresponde desterrar cualquier suerte de culpas compartidas en la emergencia en trato sino también estimar que por desidia en su circulación, Facundo Serrato se le soltara de la mano y terminara siendo embestido por el colectivo a consecuencia de ello. 

Vuelvo sobre mis pasos e insisto en una ponencia primaria: los sucesos por los cuales Verón fuera debidamente acusado,  tuvieron su simiente única y exclusivamente en la violación al rol que le correspondía desempeñar –como ya se explicara- y a la defraudación de las expectativas que en él la sociedad pusiera. 

No dudo –y no me canso de reiterar- que fue producto de ese giro desaprensivo, en las condiciones de infracción que en diversas oportunidades pusiera de relieve las que fueran el antecedente directo, inmediato y eficaz por el cual germinara los sucesos por los cuales se lo trae a proceso. 

Es más, tan enceguecido fue el giro que Verón imprimió que le impidió no sólo ver a una persona tratando de cruzar una arteria sino que, por el contrario, en ese cuadro de ceguera tampoco se permitió ver a dicha persona portando una criatura en brazos y otra tomada de su brazo.
Finiquito pues el presente acápite recalcando que he dado múltiples y sobradas razones que me persuaden en sindicar a Carlos Gustavo Verón como el único responsable de los episodios en trato. 


V.-



La calificación legal.-


El accionar que se le adjudica al encartado es constitutivo del delito de homicidio culposo, agravado por la conducción de un vehículo, en concurso ideal con el delito de lesiones culposas leves y graves, éstas últimas agravadas en los mismos términos.-



En efecto, de manera liminar y dado el delgado péndulo que separa al dolo eventual  (aún cuando no pudiere excederme de la retícula culposa con la que el Sr. Fiscal General ha limitado a la jurisdicción) con la imprudencia  que  amerite encarrilar la cuestión en una respuesta punitiva más gravosa, me permito descartar -de manera simultánea al desarrollo- la aparición de la primer modalidad.-

En tal sentido, la doctrina mayoritaria entiende que habrá dolo eventual cuando, según el plan concreto del agente, la realización de un tipo es reconocida como posible, sin que esa conclusión sea tomada como referencia para la renuncia al proyecto de acción, dejando a salvo, claro está, que esa posibilidad se corresponda con los datos de la realidad. Se trata de una solución en la que se acepta seriamente la posibilidad de producción del resultado (Zaffaroni, Eugenio, “Derecho Penal. Parte General”, Ediar, Bs. As., 2000, pág. 500).-

En la misma línea, la Sala III de la Cámara Nacional de Casación Penal, en autos “Cejas, Alberto F. s/recurso de Casación” sostuvo que “el dolo eventual requiere que el autor se represente la realización del tipo como posible o que considere seriamente como posible la realización del tipo legal y se conforme con ella (T.O.C. N° 4, causa nro. 41606/13 “Gómez García, K. D. rta. 22/6/2015; voto de la jueza Mora).- 
Por otra parte, la subjetividad del agente en el homicidio culposo se inserta en un marco distinto, por cuanto el tipo requiere que se trate de un resultado encuadrable dentro de los esquemas de la culpa en un sentido de previsibilidad, concepto éste que fija los límites subjetivos de la figura. En el homicidio culposo está ausente en el ánimo del autor cualquier voluntad, directa o eventual de dañar a un tercero. La imputación del hecho no se funda aquí en la voluntad de dañar en alguna medida la persona ajena, sino en algunas de las formas de la culpa admitida por la ley (art 84) ( T.O.C. N° 4, causa nro. 41606/13, “Gómez García, K. D.”, rta. 22/6/2015, voto de la jueza Mora).-

No creo adecuado basar la decisión, de fundamento del injusto, en un aspecto subjetivo, o psíquico del imputado, sino centrarlo en el conocimiento del peligro, en la probabilidad de causación del resultado de muerte, en la relevancia del riesgo afrontado. Por consiguiente infiero que al imputado,  al realizar una maniobra brusca no obstante su plena volición,  le era difícilmente cognoscible que el riesgo que corría era de consecuencias letales, porque no era la derivación razonada de su dinámica, obrando con la esperanza de que esto no sucediera, juicio que surge no poder guiar en modo positivo la acción, por ello cabe conceptuar su accionar como imprudente (Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba, sala B,  “Míguez, Agustín A. y otro”, rta 30/03/2005,  LLC 2005 (noviembre), 1106).-
En este punto, es dable destacar, siguiendo a Roxin, que la conducción de vehículos constituye una actividad  per se riesgosa. Es por ello que el legislador dicta prohibiciones de puesta en peligro, cuya infracción fundamenta, en general, la creación de un riesgo no permitido. La jurisprudencia lo resume en la frase de que los preceptos sobre circulación serían “el resultado de una previsión de posibles peligros basada en la experiencia y en la reflexión; indican ya con su existencia que, con su infracción, el peligro de un accidente entra dentro del terreno de lo posible” (Roxin, C., “Derecho Penal Parte General”, Tomo I, Ed. Civitas, año 1997, páginas 1001 y 1004; C.F.C.P, Sala IV, causa 259/2013 “López, Pablo”, rta. 15/9/2015, registro 18.671/14.4, voto del juez Hornos).- 
No escapa a mi enfoque la trágica consecuencia del accionar del imputado, pero ello no me permite inferir que el resultado fue producto de la voluntad del encartado con evidente desprecio por el bien jurídico.-


 A mi entender, el hecho de circular de manera desaprensiva y girar de manera exacerbada, violando el deber de cuidado –lo que se ampliará luego- y confiando en su destreza, no alcanza para determinar la existencia del dolo eventual. De adverso, es necesario demostrar que el agente, consciente del riesgo que asumía, renunció a evitar el resultado y tales extremos no han sido acreditados en autos. 



Es indudable que el imputado condujo en una forma arriscada; ello produjo el peligro que se concretó en los resultados lesivos conocidos, es decir, el deceso y las lesiones verificadas. 



Existe una relación de determinación entre la violación al deber objetivo y el resultado ocurrido. De haberse conducido el encartado de manera regular, con el cuidado debido, que es con apego a las normas de circulación, aquél no hubiese ocurrido (cfr. CNCorr., Sala I, causa nro. 33.141, “Vallejos, Néstor Gabriel”).-

A su vez, el “resultado causado por el agente sólo se puede imputar al tipo objetivo si la conducta del autor ha creado un peligro para el bien jurídico no cubierto por un riesgo permitido y ese peligro también se ha realizado en el resultado concreto” (Roxin, C., Derecho Penal. Parte General, tomo I. Fundamentos de la estructura de la teoría del delito, Editorial Civitas S.A,  Madrid, 1997, pág. 367).-

El acusado no hizo más que crear un peligro jurídicamente relevante, el que, por ende, no aparece cubierto por el lógico riesgo que se permite a los vehículos que circulan a la velocidad autorizada para este tipo de vías (T.O.C. N° 4, causa 41.606/13, “Gómez García, K. D.” rta. 22/6/2015, voto de la jueza Mora).-

Es que en primer lugar se exige la “relación de causalidad entre acción y resultado” y que “la causación del resultado no sea ajena a la finalidad de protección de la norma de cuidado infringida”, debiendo requerirse entonces, en el caso, que “el resultado causado realice el riesgo creado por la infracción de la norma de cuidado” (Mir Puig, S. “Derecho Penal parte general”,  p 298 7ma. edición, editorial IBdef, Montevideo-Buenos Aires 2004) y que, por ende, el actuar del tercero no haya obrado interrumpiendo esa relación (T.O.C. N° 4, causa nro. 41.606/13 “Gómez García, K. D.”, rta. 22/6/2015, voto de la jueza Mora).- 



En efecto, no admite discusión, a mi criterio, que el enjuiciado traspuso ampliamente el riesgo permitido al violar las reglamentaciones del tránsito vehicular.-




Considero necesario señalar que la configuración de la imprudencia no guarda relación con la presencia o ausencia de un elemento volitivo. Concretamente colijo que “se debe apreciar imprudencia cuando un resultado típico es objetivamente imputable y el autor ha tenido un error sobre el riesgo de su producción, a pesar de la posibilidad de conocer tal riesgo” (Bacigalupo, Enrique “Derecho Penal. Parte General”, pag 343 y s  Hammurabi, Buenos Aires, 1999). 
Recalco que,  a mi entender, la distinción entre la imprudencia y el dolo no se relaciona con la ausencia o presencia de voluntad sino con la diferencia entre el conocimiento y la cognoscibilidad. En efecto, la consciencia de la imprudencia en su contenido “no se corresponde con el conocimiento de las consecuencias propio del dolo” (Jakobs,  Gunther  “Derecho Penal. Parte General”,  Marcial Pons, Madrid, 1991, pág. 327).  Es por ello que “(s)i en el proceso no se logra demostrar el conocimiento [tal como en el caso], pero sí la cognoscibilidad, habrá que condenar por imprudencia” (Jakobs,  ob. cit., pág. 382). Y, debe agregarse también que el conocimiento no puede colegirse, en modo alguno, a partir de situaciones que “se muestran posiblemente dañosas estadísticamente en virtud de su acontecer masivo” (Jakobs, ob. cit. pág. 334), sino como criterio de percepción individual (T.O.C. N° 4, causa nro. 41606/13, “Gómez García, K. D.”, rta. 22/6/2015, voto de la jueza Bloch).


El Tribunal Supremo Federal alemán (BGH)  ha resuelto que  “no se debe inferir esquemáticamente un dolo del agente a partir de la medida del riesgo de realización del tipo. Siempre hay que considerar la configuración psíquica del agente al momento del hecho. Un fuerte estado emocional o una intoxicación alcohólica, p.ej., pueden conducir a que el autor ya no perciba correctamente incluso altos riesgos de realización del tipo” (Frister H., “Derecho Penal. Parte General”,  Hammurabi, Buenos Aires, 2009, pág. 232, con cita de jurisprudencia en nota 30; T.O.C. N° 4, causa nro. 41606/13 “Gómez García , K. D.”,  rta. 22/6/2015,  voto de la jueza Bloch).


Detrás de la concepción aquí esbozada se encuentra el fundamento mismo de la separación del dolo y la imprudencia. Dicho fundamento, como afirma Jakobs -si bien para mí no generalizable a todos los casos de imprudencia sino a los que implican un propio riesgo para el autor, como en el caso- reconoce su origen en la circunstancia de que “(l)os hechos imprudentes afectan la validez de la norma menos que los hechos dolosos, ya que la imprudencia pone de manifiesto la incompetencia del autor para el manejo de sus propios asuntos” (Jakobs,  ob. cit, pág. 312).  En efecto, “(e)n la imprudencia, la situación se distingue de la del dolo no sólo por la falta de conocimiento de las consecuencias, sino también por la aceptabilidad no dilucidada de las consecuencias … el autor soporta un riesgo natural que no es común en el dolo: el riesgo de que incluso él pueda resultar dañado, u otra persona cuyo daño el autor padecería como propio. Mientras que la imprudencia no se nutra de un desinterés específico … sino de una falta de atención no dirigida, general, difusa en sus consecuencias, está gravada con el peligro de la poena naturalis, y este riesgo de autodaño disminuye la importancia del autor imprudente frente al doloso (Jakobs G., ob cit. pág. 313; T.O.C. N° 4, causa nro. 41.606/13, “Gómez García, K. D.”, rta. 22/6/2015, voto de la jueza Bloch).


Encarrilada la cuestión dentro del género de los delitos culposos me apresuro a señalar que la característica primaria de la tipicidad subjetiva culposa radica en la ausencia de representación del resultado; el autor sabe que efectúa una conducta riesgosa pero no cae en la cuenta de que ello producir el desenlace fatal -que incluso podría acarrearle a el mismo una  consecuencia similar- que ocurre por su propia negligencia  (Santa Eugenia, G. y González, F. en Arce Aggeo, M. y Báez, J. C., “Código Penal”, Tomo I, Cathedra Jurídica, Bs. As., 2013, pág 99).

En esta tipología de delitos nuestro ordenamiento ha cobijado figuras abiertas en las que no se describen acciones prohibidas sino que únicamente se señala el bien jurídico a proteger o riesgo a evitar (Zielinski, D.,  Dolo e imprudencia,  Hammurabi, Bs. As., 2010, pág 27).


Bien dice Sancinetti (“Teoría del delito y disvalor de acción”, Hammurabi, Bs. As., 1991, pag 275) que en el delito imprudente no hay voluntad rectora que alcance la posibilidad no remota de que muera alguien;  las distintas normas implicadas no pueden tener el denominador común  consistente en una voluntad dirigida al resultado sino en una voluntad referida a cierto tipo de descuido cuya determinación queda totalmente imprecisa -a diferencia del tipo doloso- que se materializa en un tipo penal abierto y que necesita ser completado por el juez.

Creo pues que una de las improntas que rotula a esta gama de injustos es, sin duda, la evitabilidad siendo que el corazón mismo de la atribución reposa en el comportamiento descuidado, que no es otro que aquél que desoye o incurre en una conducta contraria a las reglas concatenadas con el correspondiente trato social. El perjuicio que se ocasiona es evitable -como en el caso de autos- cuando de haber actuado conforme a derecho, y no de manera reñida con una adecuada conducta vial, el demérito a los bienes jurídicos no se hubiesen verificado.

Explica Gössel que la norma solo obliga a salvaguardar bienes jurídicos pero, en general,  a observar un deber de cuidado. Quien no controla los frenos de su automóvil, atropella y ocasiona la muerte de otra persona infringe la norma y realiza un hecho típico por haber matado a una persona pudiendo haberlo evitado y por no haber observado un especial deber de controlar el funcionamiento de su automóvil. Con la evitabilidad del perjuicio a un bien jurídico, se exige un comportamiento típico y contrario a la norma que se considera con el desacuerdo al debido cuidado respecto a la salvaguarda y conservación del bien jurídico perjudicado. El perjuicio es evitable tan solo cuando hubiese ocurrido de haberse actuado con el debido cuidado (Gössel, K., Viejos y nuevos caminos de la teoría de la imprudencia, en Ambos, K. (dir), Desarrollos Actuales en las Ciencias Alemanas, Temis, Bogotá, 2012, pags 101 y 103).
La doctrina más tradicional (Frisch, Wolfgang; "Comportamiento Típico e Imputación del Resultado", Marcial Pons, Barcelona,  2004, p. 35)  ha elaborado una regla de imputación  a efectos de poder verificar la misma frente a un evento estandarizado, así se debe según este criterio a hoy determinarse; si ha existido un incremento del riesgo por parte del imputado y que ese incremento del riesgo se ha materializado en el resultado que se ha producido. Es decir, la sola causalidad que denominamos mecánica o física, que resulta paso necesario e imprescindible de la imputación debe además ser acompañada de una elevación del riesgo, en términos más precisos, en una materialización de un riesgo no permitido.  Así el resultado debe ser imputable cuando el autor haya creado mediante su conducta un peligro desaprobado en dirección a la producción del resultado y cuando se haya realizado en el resultado producido, justamente ese peligro (FRISCH, Wolfgang; "Tipo Penal e Imputación Objetiva"; p. 27; Colex; Madrid 1995;  Arce Aggeo, Miguel Ángel – Báez, Julio C “La imputación del resultado por medio del análisis del rol de piloto de aeronaves “ LLC 2005 (noviembre) , 1106 o  LA LEY 2005-F , 1282). 
Me permito, con la venia del Acuerdo, analizar  en el marco de la tipicidad culposa adecuando la cuestión en relación a rol que debió desempeñar Verón a consecuencia de la confianza que la ha depositado la sociedad en su función específica y la manera en que éste ha defraudado las expectativas en él depositadas.- 



El rol puede considerarse como la unidad mínima que estructura el sistema social, unidad ésta que nos permite elaborar los criterios guía a efectos de determinar la imputación conjuntamente con la causalidad física; ello por cuanto el rol o función que se genera por medio de la comunicación en el sistema social va generando y constituyendo los criterios de comportamiento a los que debe amoldarse el comportamiento de quienes lo portan. Toda relación humana se basa en la confianza y por lo tanto la generación de expectativas de comportamiento y éstos derivan de las necesidades del sistema. Las necesidades se institucionalizan mediante los roles o funciones (Piña Rochefort, Juan Ignacio; "Rol Social y Sistema de Imputación; una aproximación sociológica a la función del derecho penal"; p. 165; Bosch; Barcelona; 2005; y un resumen de dicho trabajo en "Rol Social y Sistema Jurídico-Penal. Acerca de la Incorporación de estructuras sociales en una teoría funcionalista del derecho penal"; publicado en "El Funcionalismo en Derecho Penal"; t. II; ps. 39/60; Universidad Externado de Colombia; Bogotá; 2003.  Luhmann, Niklas; "Sistemas Sociales; Lineamiento para una teoría general"; p. 172 y sigtes.; Anthropos; Barcelona 1998; Arce Aggeo, Miguel Angel – Báez, Julio C “La imputación del resultado por medio del análisis del rol de piloto de aeronaves “ LLC 2005 (noviembre) , 1106 o  LA LEY 2005-F , 1282).  



La violación al rol de conductor, en definitiva, se construye en mérito a los elementos de prueba obtenidos de manera tal que según las circunstancias del hecho, este incumplimiento puede relacionarse con el resultado producido, dicha irregularidad en ejercicio del rol sumada a la causalidad genérica y específica constituiría el método eficiente para imputarle el resultado al conductor como su autor. El resultado aparece nítido pues el material convictivo cargoso es óptimo para ello,  donde  surge probado -a su respecto- una conducta que se vincule a una maniobra que se enlaza al resultado que produjera el deceso del occiso y las lesiones en el cuerpo de las otras agraviadas  (Arce Aggeo, Miguel Angel – Báez, Julio C, “La imputación del resultado por medio del análisis del rol de piloto de aeronaves”, LLC 2005 (noviembre), 1106 o  LA LEY 2005-F , 1282).
 Las precisiones que el rol permite efectuar al observador desde su complementariedad al tipo hace más fácil de establecer los límites del comportamiento prohibido, en especial con relación a los tipos culposos que por definición se construyen en el lenguaje bajo los parámetros estructurales que corresponden al denominado tipo penal abierto, en tanto la completitud de su ámbito continente se ve especificada por datos expresados de manera muy amplia, y que no podrían reducirse pues dicha operación sería prácticamente imposible de completar por la gran complejidad de precisión conductual propia de los ilícitos culposos, que cubren comportamientos cuya especificación puntual sería imposible desde una legislación puntual. Por ello, los tipos culposos especifican caracteres generales que permiten que el autor pueda ser individualizado por su ubicación en la estructura del sistema social en tanto por dicha situación debió evitar el resultado (Arce Aggeo, Miguel Ángel.  “La construcción de la imputación en base a la defraudación de roles en el ámbito de la organización de delitos culposos”,  LA LEY 2007-E, 504).   

Ahora bien: ¿cuál fue el rol al que debió ajustarse Carlos Gustavo Verón?
Sin duda al del regular conductor; Verón ha defraudado la confianza que ha depositado en él la sociedad; ésta le he suministrado la correspondiente licencia de conducir y centró su expectativa en que -al amparo del permiso administrativo- se desempeñara de manera invertida a como lo efectuara.-
Verón - que hizo gala de una holgada experiencia en la conducción de vehículos, según los dichos de Sandra María Charras- el día de los hechos,  hastiado del tránsito porteño, agobiado por la jornada laboral,  con el anhelo de culminar la misma lo más rápido posible, conduciendo con una capucha -desoyendo los pedidos de templanza- cambió de arteria de manera imprevista, con una desatención supina, contrariado por lo aletargado del tránsito un día peculiar -como es el 20 de julio- y embistió a García Otero y los hermanos Serrato.-
¿Esperaba dicho accionar la sociedad dentro de la que se encontraban los propios inmolados? 
La respuesta negativa se hermana a los dictados de la lógica. Por el contrario, tanto las víctimas como la sociedad aguardaban aplomo, sosiego, prudencia, la cual germinaba al compás de una relación de empleo por la cual Verón se encontraba remunerado.

  Creo pues que la causación del resultado puede imputarse mediante la conclusión evidente que ese resultado no se ha producido por obra del azar sino por la efectiva manifestación exteriorizada de un comportamiento que mediante el ejercicio individual de un rol (defraudación) ha causado ese resultado (Arce Aggeo, Miguel Ángel, “Derecho Penal. Parte General”, Cathedra Jurídica, Bs. As., 2011, pág. 907).


Sin dudas Verón estuvo distante de la atención exigible en la advertencia de peligros; también se halló lejano del hombre concienzudo y reflexivo en la esfera del tráfico a la que pertenece (Jeschek, Hans, “Tratado de Derecho Penal. Parte General”, Comares, Granada, 1988,  pág. 525).-

Es más, su recorrido temerario, germinó de manera invertida a la propia manda de los artículos 41, inciso e,  y 43 de la ley 24.449.

El primero de ellos es prístino en cuanto prescribe que todo conductor debe detener el vehículo si pone en peligro al peatón que cruza lícitamente la calzada por la senda peatonal o en zona peligrosa señalizada como tal.


El segundo es claro al cobijar que para realizar un giro debe respetarse la señalización, y observar las siguientes reglas:



a) Advertir la maniobra con suficiente antelación, mediante la señal luminosa correspondiente, que se mantendrá hasta la salida de la encrucijada;



b) Circular desde treinta metros antes por el costado más próximo al giro a efectuar.



c) Reducir la velocidad paulatinamente, girando a una marcha moderada;

Paso pues a analizar las lesiones culposas por las que el encartado fuera traído al proceso. Se impone para ello realizar las mismas consideraciones que señalara en oportunidad de tratar el delito contra la vida,  en lo atingente a la evitabilidad, violación del rol confiado  y al sobrepaso en el riesgo permitido.

Sin dudas las lesiones deben ser calificadas -siempre dentro del género imprudente- de graves y leves, respectivamente en función de los diversos tiempos de evolución de las mismas y conforme ya fueran descriptas;  en el caso de Eugenia Serrato,  las lesiones politraumáticas y la fractura craneana occipital no demando una curación superior a treinta días a la vez que las que alcanzan a Cecilia Inés Gracia Otero -consistentes en fracturas y luxaciones expuestas- la han incapacitado por un tiempo mayor.  
Estimo, al analizar el enlace concursal, que todos los delitos concurren entre sí de manera ideal; no observo impedimento alguno en que el sujeto activo mediante una única violación al deber de cuidado, encuadre su conducta en más de una figura culposa habida cuenta que en éstas la individualización de la conducta correspondiente por el designio no es relevante. El tipo culposo –y su  concurso, desde luego– individualiza conductas porque en la forma en que se infringe el deber de cuidado (Arce Aggeo, Miguel Ángel, “Concurso de delitos en matera penal”, Universidad Bs. As.,  2007, pág. 156).


VII.-



La penalidad.-  

He dado por acreditado en los párrafos que anteceden tanto la materialidad de los hechos como la autoría penalmente responsable que he colocado en cabeza del incuso, por lo que me permito abordar la cuestión concatenada a la latitud de la reacción criminal siendo prudente destacar que el representante público propició la sanción de cinco años de prisión, extremo que fue resistido por la defensa que prohijó la posibilidad cierta de una sanción pero que, de verificarse, en modo alguna debía alcanzar el encierro. 
Tomo nota, para determinar la latitud de la respuesta punitiva,  que nuestra Corte Federal (causa “Ramírez, Fernando”, Fallos 330:490) ha sentado doctrina en cuanto a que las pautas para mensurar las penas deben expresarse explícitamente, teniendo en cuenta que los artículos 40 y 41 del C.P. no indican necesariamente el sentido en el que deben ser valoradas.
Previo a ello, se torna prudente hacer una disquisición preliminar que ha de tener plena incidencia en la aludida latitud de la reacción criminal;  no me pasa inadvertido que en oportunidad de sustanciarse -y resolverse- la posible renuncia condicionada a la acción penal, el suscripto –aún en minoría-  había propiciado su acogida favorable merced a que, en función de un criterio amplio para desentrañar éste y guiado por las consideraciones que allí se efectuaran, podría ver la luz esta solución alternativa que, obviamente, no ha tenido viabilidad a la luz de lo decidido por mis distinguidos colegas que llevaron la mayoría y el respaldo que se obtuvo -también por mayoría- en oportunidad de verse homologado por la Cámara  “ ad quem “ (ver fs. 739/752 y 788, en lo pertinente).


Pero ya encontrándose sustanciada y fenecida aquella incidencia,  y hallándonos en  un escenario procesal absolutamente disímil - en función del extendido conocimiento de los hechos que nos ha permitido recrear la sustanciación del juicio oral y público -  colijo que la condicionalidad que se aludía como simiente de la suspensión de juicio a prueba se concibe, ahora, como dos mundos que se definen por oposición.



Por esa banda me apresuro a señalar que, al menos en mi modo de ver las cosas, dicho pronunciamiento admonitorio en modo alguno puede ser de suspendido cumplimiento.


Maguer de ello, tomo como atenuante -y en favor del imputado- la ausencia de antecedentes condenatorios en el entendimiento de que esta circunstancia, por demás beneficiosa al encartado, en modo alguno cabalga sobre territorios comunes con un derecho penal de autor y la información favorable que surge de su informe socio- ambiental; dicho binomio,  me lleva a tomar cierta distancia de la penalidad requerida por el acusador público. 


Pero creo que es a partir del análisis del conjunto semántico que recoge las prescripciones del art. 41, inc. 1°, del Código Penal en cuanto alude a la naturaleza de la acción, los medios empleados para ejecutarla y la extensión del daño causado, que he de intentar persuadir al Acuerdo que se me acompañe en mi ponencia en cuanto a que la sanción que ha de dictarse debe ser de cumplimiento efectivo.
  Ha dicho Carlos Nino que el desorden de tránsito no es un fenómeno trivial sino que afecta profundamente los bienes más preciados de los argentinos y que la “anomia” en aquél no sólo produce la pérdida de bienes primarios como la vida, la integridad corporal o la propiedad sino que contribuye a un estado de tensión psíquica de la población en general y que, en el caso de la Ciudad de Buenos Aires, los colectivos tienen una participación significativa en dichos eventos (Nino, Carlos, “Un país al margen de la ley”,  Emece, Bs. As., 1992,  págs. 125/127).-


Devienen certeras las advertencias de Duff al explicar que cuando nos dedicamos a una actividad riesgosa, como conducir un vehículo,  debemos  hacerlo con el debido cuidado y atención  y el derecho puede – y debe – definir ese incumplimiento como delito ( Duff, Anthony, “Sobre el castigo”, Siglo XXI, Bs. As., 2015, pag. 34). 

Desde ese andarivel, tengo en cuenta que la mencionada naturaleza de la acción ha tenido como permanente caldo de cultivo una actitud desaprensiva o desidiosa por parte del acusado quien, el día de los hechos, no solo infringía cualquier parámetro vial mínimo -como ya fuera descripto- sino que, además, desatendía los reclamos que, en ese sentido, le formulaban los ocasionales pasajeros en cuanto a que disminuyera la velocidad y mostrara un mayor apego en el desplazamiento capitalino.



El medio empleado -no solo por demás eficiente para protagonizar los diferentes delitos contra las personas que a éste se le adjudican - tuvo como panoplia habilitante la utilización de un colectivo de un holgado volumen y continente de una importante  masa sinérgica que, por su mera intervención, necesariamente habilita -y facilita- la producción del suceso luctuoso y de aquél que, de manera ideal, ha atentado contra la salud de Cecilia García Otero y Eugenia Serrato.-



Creo que es en la aludida  naturaleza del medio empleado y en la extensión del daño causado donde encuentro el terreno más fértil para alejarme, decidida y sustantivamente, del mínimo legal; más allá de las lesiones ocasionadas -ya descriptas- lo cierto es que producto del reiterado accionar desaprensivo, ausente de cualquier respeto a las normas viales mínimas, se ha producido el lamentable deceso de Facundo Serrato de tan solo cinco años de edad.


Es cierto que no nos encontramos con un homicidio de carácter doloso donde decididamente la edad de la víctima me permitiría cultivar un razonamiento diverso e, incluso, otra latitud punitiva.- 


Justamente, en el marco de la culpa en el que he encarrilado la cuestión, deviene reflexivo estimar que, más allá de aquella condición,  resulta prudente hacer hincapié en la mutabilidad de la víctima e, incluso, hasta que el  propio sujeto activo del delito asume que él también pueda resultar dañado por su propio accionar (T.O.C. 4, causa nro. 41606/13, “Gómez García, K. D”, rta. 22/06/2015, voto de la jueza Bloch).



Pero aun dentro de ese sesgo culposo adquiere un cariz particular y superlativo la circunstancia que Verón embistió a tres personas -en un despliegue atesorado por la asunción a propio riesgo de una conducta desvalorada- que, incluso, pudo tener una incidencia directa en las consecuencias que podría soportar el propio autor; no obstante ello, creo que en ese marco de tangencialidad no debo inadvertir que el resultado reprochado produjo no una consecuencia unitaria, sino que al luctuoso deceso de una criatura de cinco años se le ha adonado las lesiones comprobadas en las otras dos personas.-


Esa incidencia superpuesta con la respuesta punitiva me permite  volver al corazón de la construcción sancionatoria; de allí que entiendo -a guisa de reiteración- que el torrente de circunstancias agravantes que podemos sintetizar en un ejercicio dialéctico módico pero concretado en el empleo de un colectivo de considerables dimensiones, su empleo desbordado o desenfrenado en cuanto al desarrollo de una maniobra brusca en paralelo a los “oídos sordos” que evidenciaba Verón en torno a los reclamos que se le formulaban y, tomando como parámetro de altitud, además del lamentable fallecimiento del menor,  las lesiones reiteradamente mencionadas.-



Dichas reflexiones cabalgan sobre territorios comunes con lo predicado por atinada doctrina en lo vinculado a que en materia de delitos imprudentes cuanto mayor esfuerzo deba hacer el individuo para configurar el rol de hombre prudente – partiendo de la realidad de que la vida social importa riesgos que son permitidos – menor será el grado de culpabilidad. Es decir que ante la posible creación de un riesgo no permitido, tendrá un grado de culpabilidad mayor un conductor profesional que uno particular que esporádicamente conduce un vehículo (Garrigos, María Laura “Determinación de la pena en los delitos culposos” en  Revista de Derecho Penal, T. I 2002-1 Rubinzal Culzoni, Santa fe, 2002, pags 24/245 ) .-  
Los automotores son cosas riesgosas, en el sentido de que su masa puede provocar gravísimos daños a otras personas o a la propiedad ajena en caso de colisión, despiste u otra incidencia en la circulación. En vistas de su potencialidad para producir daños a terceros, la circulación con automotores está sujeta a rigurosas condiciones de seguridad en el tránsito que se refieren a conductas previas a observar antes de iniciar la circulación, y a conductas durante la circulación  (Cámara Federal de Casación Penal, Sala II causa n° 9419, caratulada: “V., O.J s/ recurso de casación”, rta. 14 de diciembre 2010; voto del juez García).
Verón era un profesional y, según sus los dichos de Sandra María Charras, manifestaba ser un experto en la conducción de un rodado como el secuestrado en autos;  la exigencia que a él se le formula es mayor que la que abriga a un automovilista particular; producto de su desplazamiento temerario, al sol del incremento del riesgo prohibido, produjo el resultado que terminó en un desmembramiento familiar, donde se acabaron los sueños y donde los ojos de Facundo Serrato se cerraron para siempre; la infausta pérdida de una criatura de cinco años – aún sopesando ciertamente el carácter fungible de la víctima de la imprudencia- ha sido el tránsito obligado para que sus progenitores se sumerjan en un cortejo fúnebre permanente y sufrieran, en carne propia, lo peor que le pueda pasar a un ser humano y que altera la lógica de la ley de la vida: enterrar a su propio hijo.- 


Destaco que más allá de la ausencia perpetua que irradia el fallecimiento de Facundo Serrato para su núcleo familiar  y las lesiones que alcanzaran a las sobrevivientes –ese concurso de delitos consolidado que atesoran diversas la violaciones -  llevado a cabo por un profesional enlazado a exigencias adicionales en el ejercicio de su rol, terminan por convencerme que la admonición que debe imponérsele a Verón debe ser de efectivo cumplimiento.


Creo que las afirmaciones hechas en los párrafos que anteceden exigen algunas precisiones adicionales; Verón no ha violado un deber de cuidado unitario; por el contrario, su prolífica desatención trajo embarazada una infracción plural de roles que se canalizaron en el lamentable fallecimiento y en los daños en el cuerpo y en la salud de quienes sobrevivieron. 


Y es en este aspecto en que me convenzo de que debe elevarse la latitud de la reacción penal por encima del mínimo legal; Verón giró de manera brusca, antirreglamentaria y en el tren de ceguera ya comentado multiplicó la infracción al deber de cuidado, incumplió con el rol ya definido y defraudó las expectativas confiadas. 


Si bien estas circunstancias ya han sido ponderadas en oportunidad de sopesar el contorno o conjunto probatorio, creo que estos mismos extremos tienen una cabal incidencia en torno a expedirme en relación al baremo punitivo. 


Lleva dicho la mejor doctrina que la imputación jurídico penal conforma un sistema dentro del contexto de juicios jurídicos. Lo que sucede en el mundo exterior y en la psiquis del sujeto debe transformarse en algo jurídico en tanto que el derecho se refiera ello; estos juicios jurídicos,  tienen lugar entre portadores de deberes y derechos entre las personas ; es claro que las lesiones a esos derechos – en el caso matar o lesionar a una persona , aunque sea de manera imprudente – produce el quebrantamiento de la norma, una contradicción normativa que debe germinar en la imposición de una pena en aras de confirmar su vigencia ( Jakobs, Gunther “ Imputación . Fundamentación de la conducta no permitida “  en Ambos, K. (dir), “Desarrollos Actuales en las Ciencias Alemanas”, Temis, Bogotá, 2012, págs. 13 y 14).

Estoy persuadido que la constelación de circunstancias apuntadas, conjugadas a modo de equilibrio, tienden a conciliar todo interés me permiten proponer una pena de cumplimiento efectivo y que la misma sea de cuatro años y tres meses de prisión. 


También -  y   por las mismas consideraciones - solo resta decir que Verón debe ser inhabilitado  para conducir  todo tipo de vehículos por el término de ocho años y seis meses. 



VIII.-



Acerca de las previsiones del artículo 12 del Código Penal. 



Las conclusiones a las que arribara en el acápite que antecede, en cuanto a la acreditación de los sucesos  y la autoría que de manera simbiótica une al encartado, en modo alguno,  me impiden, ahora proponer que, de oficio, se declare la inconstitucionalidad del artículo 12 del Código Penal.-

Cabe recordar que en nuestro sistema constitucional, la declaración de inconstitucionalidad se circunscribe al caso concreto. Por ello no corresponde realizar apreciaciones con respecto a los casos en los que, por otra razones, la norma guardaría conformidad con la Constitución Nacional (vgr. el supuesto en el que el padre esté condenado en razón de un delito cometido en perjuicio de su hijo. En ese caso, por ejemplo, no podrían utilizarse argumentos que aquí se esgrimirán, tales como el del "interés superior del niño", en tanto se trataría de un supuesto en el que, precisamente, el niño es "objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres", conf. en lo pertinente al art. 9.1 de la Convención sobre Derechos del Niño; T.O.C. N 4 causa N° 3895  “Riarte, Jorge Leonel y otros”, rta. 22/4/2013; voto de la juez Bloch). 



No se trata de un caso de aplicabilidad o no de una norma en uno u otro supuesto, posibilidad con la que los jueces no contamos. Sí, entonces, debemos realizar el correspondiente control de constitucionalidad que siempre es en el caso concreto. Pese a que en la presente causa –por las razones ya mencionadas- no se ha formulado un pedido de inconstitucionalidad, lo cierto es que conforme la actual jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la inconstitucionalidad de una norma puede declararse de oficio (in re “Banco Comercial de Finanzas”, Fallos 327:3117;  T.O.C. N 4, causa N° 3895, “Riarte, Jorge Leonel y otros”, rta  22/4/2013; voto de la juez Bloch).


           No se me oculta ciertamente que en más de una oportunidad  (Causa “Arguilea, Ezequiel Jesús” rta 5/4/202; fallo publicado en Revista de Derecho Penal y Criminología pag. 78 Año II, Numero 9, Octubre 2012 Ed LA LEY, entre muchas otras)  he tenido la ocasión de señalar que nuestra Corte Federal, ha apontocado que las leyes debidamente sancionadas y promulgadas llevan en principio la presunción de validez (Fallos 263:309) siendo que la declaración de inconstitucionalidad es un acto de suma gravedad, última ratio del orden jurídico, ejerciéndose con carácter restrictivo y únicamente cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta, incompatible e inconciliable con ésta  ( Fallos 306:325). 
          También que ese propio tribunal ha resuelto que las leyes deben interpretarse y aplicarse buscando la armonización entre éstas y teniendo en cuenta el contexto general y los fines que se informan de modo que no entren en pugna unas con otras y no se destruyan entre si por lo cual debe adoptarse el sentido que las concilie y deje a todas con valor y efectos (Fallos 309:1149;307: 518;314:418).

           No obstante ello,  tal como lo sufragara en la causa N° 3895  “Riarte, Jorge Leonel y otros” del Tribunal Oral en lo Criminal N° 4,  rta. 22/4/2013, estimo prudente, en la especie, y sin perjuicio del tratamiento que se suministre en cada caso en particular, penetrar en el delgado péndulo que nos ofrece ese dicho marco excepcional y auspiciar, en este caso en concreto, la ausencia de adecuación de dicha norma con el ordenamiento supremo.

           Para ello he de analizar el primer segmento de la prohibición que germina de la manda que se cuestiona -vinculada a la aptitud patrimonial- para luego penetrar en la lindante con el estado de familia que se impide.

           Es cierto que dicha norma ha sido reivindicada por cierta doctrina en función del carácter tutelar, no represivo, que alcanzaría a la interdicción del recluso. Dicha interdicción, a juicio de ésta, deriva de la falta de libertad del penado, que finiquita cuando se extingue la pena y el sistema de incapacidad se vincula no ya con la pena misma sino no con los efectos de ella (Díaz de Guijarro, Enrique, “Capacidad Civil del Liberado Condicional” J.A. 67-713/714; Soler, Sebastian, “Algunas Cuestiones Civiles en el  Proyecto de Código Penal”, J.A. 1960-VI-112).

          De manera invertida, estoy convencido de que la propia regulación que cobija el Código Penal perfila un instituto que se entronca mas con el castigo que con la protección tutelar del penado. Creo que el propósito de la interdicción legal es esencialmente represivo y que tiene por objeto privar al condenado del ejercicio de sus derechos civiles, infligiéndose por este medio un tormento adicional.

          Su  regulación como accesoria de la pena privativa de la libertad nos habla a las claras de su naturaleza retributiva. Concebir al penado como un incapaz se sustenta en una alternativa lógicamente falaz: el condenado no es por el solo dictado de la admonición una persona con inferioridad intelectual que ve menguado el ejercicio de sus derechos por carencias volitivas.

 

Me parece que imponer coercitivamente un régimen como el que venimos despuntado atenta contra el derecho de propiedad cuyo resguardo descansa en el artículo 17 de la Constitución Nacional.

          Desde ese sendero, puede darse la circunstancia paradojal que el condenado acceda a la libertad condicional y seguir inhabilitado  al no haber expirado el tiempo de la condena.

         Más gravosa aún sería la situación que hallándose en libertad el tribunal -en uso de sus facultades- prorrogue la inhabilitación civil; es decir que, encontrándose en libertad el condenado acceda a la libertad condicional y siga inhabilitado al  no haber expirado el tiempo de la condena (Báez, Julio C.,  “Los condenados penales y la administración de sus bienes” en Ghersi, Carlos – Weirgarten, Celia, “El derecho de propiedad: un tratamiento transversal”,  Nova Tesis, Buenos Aires, 2008, pag 115/117) . 
         Explican Zaffaroni, Alagia y Slokar (“Derecho Penal. Parte General”, Ediar, Bs. As.,  2000, pág. 948) que la inhabilitación para la administración de los bienes del penado es la adaptación de hogaño mas marcada de la muerte civil desaparecida en Francia en 1854 y en Baviera en 1849.

        La pena accesoria por el cual se inhabilita al recluso -colocándolo bajo la fusta del régimen de curatela- para administrar sus bienes y disponer por actos entre vivos es inconstitucional y trasunta a considerarlo un resabio de los sistemas autoritarios lesivos a las garantías de los ciudadanos que colisionan con los derechos humano y poco tiene que ver con una disciplina de excepción que la Corte Federal ha calificado como ultima ratio (Fallos 320:2951).   

        Por esa banda, se ha resuelto que la pena accesoria  impuesta  por el Código Penal en orden al ejercicio de ciertos derechos civiles atenta contra la dignidad del ser humano y afecta a su condición de hombre produciendo un efecto estigmatizante, innecesariamente mortificante violatorio de los artículos 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 18 de la Constitución Nacional (Tribunal Federal de Mar del Plata “Andreo, Armando”, LA LEY 1998- F – 699).
        Estoy convencido de que el instituto - cuya inconstitucionalidad se propugna- exhuma la antigua muerte civil incompatible con la evolución del derecho en los tiempos que corren e, incluso, con una concepción del derecho penal actual que tiende más a la reparación del conflicto que a la retribución.

        Dicha ponencia, cabalga sobre territorios comunes con lo predicado por calificada doctrina en cuanto predica que el sistema de la ley es excesivo pues suple completamente la voluntad del penado puesto que pese a ser un sujeto que no es asimilable en cuanto a su incapacidad con los dementes, sordomudos o menores que carecen de voluntad (Belluscio, Augusto – Zanonni, Eduardo, “Código Civil” T. I , Astrea,  Bs. As., 1993, pag. 55).-

         Partamos de la base que el penado no es un alunado o un estólido ni, mucho menos, alguien que vea aniquilada las pulsiones volitivas propias de la vida comercial; por ello, si el peculio del recluso desea ser cobijado resulta mas mesurado el régimen de asistencia – prohijado por Llambías – ( “Tratado de Derecho Civil. Parte General”, T. I, Abeledo Perrot, 1992, pag. 422) por el cual el éste no es desplazado en forma mecánica de sus derechos sino llamado conjuntamente con otro al desempeño de ese ejercicio; este régimen hace ver la luz a una actividad compleja cuyo elemento psíquico está integrado por la voluntad del titular de los derechos ejercidos, completada por la voluntad de la persona que lleva a cabo su función en el marco del régimen del mandato por el cual el penado delega en un tercero de su confianza el gobierno de sus bienes.

          Paso analizar, ahora, la segunda  hipótesis; esta deja ya de vincularse con  el aspecto crematístico para anidarse en las relaciones de familia que se ven diezmadas por la accesoria en trato.

          Dese ese mirador, dejando a salvo los casos específicos en los que el tribunal deba aplicar sanciones indisolublemente ligadas al delito –por ejemplo la privación de la patria potestad ante el caso de un delito cometido por el padre en perjuicio de su hijo– su regulación automática a toda pena prisión superior a tres años implica un ejercicio habilitante del poder punitivo lesivo de derechos de raigambre constitucional (T.O.C. Nº 15, causa nro. 3537 “Cerreira, Diego” rta. 11/10/2011; voto del juez Martín).

           Estimo pues que la prohibición automática de la pérdida de la patria potestad, por fuera de lesionar los derechos civiles básicos del ser humano, suministrando un tratamiento mortificante del recluso, se alza contra la protección constitucional de familia.

           No me parece compatible con los dictados de la lógica limitar  el vínculo del condenado con su grupo familiar cuando el reproche que aquí se canaliza lejos está de alcanzar a éste; no debe pasar desapercibida la protección constitucional que abriga al núcleo familiar -acorde a lo preceptuado en el art. 14 bis de la Carta Magna- en cuanto introduce en el ordenamiento supremo los principios básicos relativos a la protección de la organización familiar por el Estado ( Belluscio, Augusto  “Manual de Derecho de Familia", Depalma, 1991, pág. 17; Tribunal Criminal Nº 1 de Morón “Torres Ruiz Diaz, Adrián Marcelo”, rta. 1/9/2010; fallo publicado en LLBA 2011 [febrero], 54).

          Creo que el ya invocado carácter subsidiario de esta disciplina de excepción hace ver una prevalencia  -al menos en este tramo- de la institución familiar -pilar básico del Estado- y la preservación de los estados parentales por sobre los fines propios de la propios de la política criminal (Magoja, Rubén Esteban “Reflexiones sobre el avenimiento desde la política criminal”, LLBA 2011 [febrero] 54).



Me permito ahondar mi razonamiento primario y analizar la cuestión de las accesorias legales  -como ya se insinuara-  desde el ángulo del interés superior del niño entendido éste, en un primer nivel de análisis, como el universo de bienes jurídicos y fácticos que fenomenalizan y cualifican el estado actual de bienestar totalizante del menor y se proyecta en la dinámica de su sano crecimiento, conforme parámetros objetivos internacionales y subjetivos de naturaleza cultural del niño en concreto (Kamada. Luis “La superioridad del interés del niño o el paradigma más importante de la convención” LLNOA 2005 –diciembre -  1371; Kamada, Luis "Restitución de Menores", p. 14, publicado por la Universidad Católica de Santiago del Estero, año 2002).  

 Para ello  he de acudir al sufragio emitido por la  jueza Bloch que, al expedirse sobre el tema, ha brindado algunos nuevos, remozados y sólidos argumentos que han permitido no sólo ahondar y enriquecer el tema; por el contrario, la magistrada a poco de acudir a un depurado ejercicio dialéctico, al menos en mi modo de ver las cosas, ha marcado un punto de inflexión en el tratamiento del mismo al introducir la lesión a dicho  interés superior Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4 en la causa 3895/4051, “Riarte, Jorge y otros", rta. 22/04/2013).
En esa oportunidad predicó que “no observo otro contenido sino aflictivo en el hecho de que quien se encuentre privado de su libertad por más de tres años no pueda decidir sobre cuestiones trascendentes que involucren a sus hijos menores. Dicho contenido aflictivo que implica despojar a cierto grupo de condenados de las decisiones que hacen a la crianza de los hijos menores durante el tiempo que dure la condena, no se condice ni con el trato humanitario o tratamiento humano ni con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano que debe observarse durante la ejecución de la pena conforme el art. XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, art. 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 10.1 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, entre otros conf. art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional). Tampoco con el principio de proporcionalidad mínima de la pena en cuanto al costo en términos de afectación de derechos de los condenados. (Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4, causa nro. 3895/4051", Riarte, Jorge y otros", rta. 22/04/2013; voto de la jueza Bloch).  


La histórica y anacrónica redacción del art. 12 del Código Penal -nacida bajo el ropaje de un loable objetivo tuitivo- ha devenido inconstitucional en función de la evolución del derecho constitucional de los derechos humanos, en tanto no se condice con la progresiva atenuación de los efectos del encierro que se viene propugnando modernamente desde la "Declaración Universal de Derechos Humanos" del 10 de diciembre de 1948; las "Reglas Mínimas para el Tratamiento de Sentenciados" (Ginebra, 1955) y el "Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos" (Asamblea General ONU, 19 de diciembre de 1966, principio que ya se encuentra presente en el decreto 412/58 ratificado por la ley 14.467, actualmente contenido y profundizado por la ley 24660 en consonancia con otros documentos internacionales como las "Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de la Libertad" (Reglas de Tokio. dic. de 1990, Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4 en la causa 3895/4051", Riarte, Jorge y otros", rta. 22/04/2013, voto de la jueza Bloch ) .
 Parece de algún modo un contrasentido que mientras el art. 32 de la ley 26.472 modificatoria de la ley de Ejecución Penal 24.660, prescribe que", (e)l juez de ejecución, o juez competente, podrá disponer el cumplimiento de la pena impuesta en detención domiciliaria: (...) f) A la madre de un niño menor de cinco -5- años o de una persona con discapacidad, a su cargo", arrebate al mismo tiempo a quien se encuentra privado de libertad con penas mayores a tres años, el ejercicio de la patria potestad (a su vez no logra comprenderse cómo se compatibilizan los casos en los que una persona con arresto domiciliario y que convive con el menor, tiene -al mismo tiempo- suspendido el ejercicio de la patria potestad). Por otra parte, en los restantes casos, se hace recaer en el progenitor que se encuentra en libertad, toda la responsabilidad en las decisiones -también las económicas- que involucren a los niños, debiendo así asumir -generalmente las mujeres- un doble rol parental (Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4 en la causa 3895/4051", Riarte, Jorge y otros", rta. 22/04/2013; voto de la juez Bloch). 

La suspensión de la patria potestad en nada contribuye tampoco respecto de otros fines expuestos en los tratados antes mencionados, fines que recepta el art. 168 de la ley 24.660, que en su acápite de Relaciones Sociales y Familiares establece que:", las relaciones del interno con su familia, en tanto fueren convenientes para ambos y compatibles con su tratamiento, deberán ser facilitadas y estimuladas". Tampoco se compadece con los objetivos constitucionales de resocialización propios de la ejecución penitenciaria (artículos 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 5.6 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en función del artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional). En efecto, debe tenerse en cuenta que la situación de encierro conlleva de por sí el debilitamiento del lazo familiar que debe fortalecerse en tanto derecho a mantener el vínculo familiar y a no ser objeto de injerencias arbitrarias en la familia. Por ello todo lo que vaya más allá de lo imprescindiblemente necesario en cuanto a la ejecución de la pena implicaría una injerencia arbitraria. Debe tenerse en cuenta, además, que a los padres incumbe la responsabilidad primordial respecto de sus hijos menores y es por ello que los Estados deben proporcionar las herramientas para dar plena efectividad al ejercicio de esa responsabilidad a fin de dar a los niños un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social (conf. art. V DADDH, 12 y 16 DUDH, 11 CADH, 17 PIDCyP, y 9, 27.1, 27.2 y 27.3 CDN), y el deber del Estado de proteger a la familia (art. 14 bis CN, 23 PIDCyP y 10 PIDESC, entre otros) (  Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4 en la causa 3895/4051", Riarte, Jorge y otros", rta. 22/04/2013; voto de la juez Bloch ).  

Asimismo, y si bien el concepto de" interés superior del niño" (Preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño) así como la exigencia de brindar una atención primordial a dicho interés superior (art. 3 de la citada Convención) han sido utilizados para justificar la más variada gama de decisiones judiciales -conceptos que se ven transformados según quien los pronuncie-, lo cierto es que suspendiendo el ejercicio de la patria potestad no sólo queda el padre a merced de las decisiones del otro progenitor sin que exista fundamento alguno de la pena que permita explicar tamaño cercenamiento -obvio, siempre que el delito no guarde relación con el menor en cuestión-, sino que se le quita también al menor de un modo indebido y desmedido, la necesaria", referencia paterna o materna", según el caso, más allá de la que de suyo se encuentra atenuada por la condición de encierro del progenitor. A su vez, el art. 8.1 de la Convención mencionada obliga a los Estados parte a respetar el derecho del niño a preservar sus relaciones familiares, las que obviamente serán mejor aseguradas en tanto ambos progenitores conserven la patria potestad sobre aquéllos. Por lo demás, también en materia de responsabilidad parental puede propugnarse lo mismo que establece la Convención de los Derechos del Niño en su art. 9.3 en cuanto a que deben respetarse los derechos del niño que esté separado de uno o ambos padres, a mantener relaciones personales o contacto directo con ambos padres de modo regular (Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4 en la causa 3895/4051, ”Riarte, Jorge y otros", rta. 22/04/2013; voto de la jueza Bloch). 
Desde ese mirador, no se me esconde que este ha sido el enfoque suministrado por la Sala IV de la Cámara Federal de Casación Penal,  órgano que, al declarar la inconstitucionalidad de la norma, ha predicado que “el articulo 12 del Código de fondo atenta contra la dignidad de las personas en cuanto tales y trae como consecuencia un efecto estigmatizante, mortificante y contrario a la resocialización que vulnera el 10.1 del PYCDYO; el artículo 5.6 de la CADH y el artículo 18 de la Constitución Nacional ( C.F.C.P., sala IV, causa 94000170/2012/TO1/CFC1,“Redsant López, Julio Lorenzo” rta el 1/9/2015. registro 1651/15.4; voto del juez Gemignani).
IX.

Costas.

Toda vez que media vencimiento en el pleito respecto de Carlos Gustavo Verón propongo que el mismo cargue con las costas procesales por estricta aplicación de lo preceptuado en los artículos 529, 530, 531 y 533 del ordenamiento procesal. 

Tal es mi voto. 

El Dr. Chamot dijo: 

Que adhería en su totalidad a las consideraciones efectuadas en el sufragio que antecede, a excepción con la inconstitucionalidad sugerida, remitiéndose al sufragio emitido en la causa 3895/4051, “Riarte, Jorge y otros", rta. 22/04/2013.

La Dra. Bloch dijo: 

Que, en lo sustancial, adhería al voto del Dr. Julio Báez. 
De conformidad con el acuerdo al que llegaron los Sres. Jueces, las disposiciones legales citadas y por aplicación de lo establecido por los arts. 18 de la Constitución Nacional y 396, 398, 399, 403 y 530 del Código Procesal Penal de la Nación, el Tribunal, 

RESUELVE:



I. DECLARAR la INCONSTITUCIONALIDAD del artículo 12 del Código Penal. 



II. CONDENAR a CARLOS GUSTAVO VERON, cuyos datos obran en el encabezamiento, por ser autor penalmente responsable del delito de homicidio culposo, agravado por haber sido cometido por la conducción imprudente de un vehículo automotor, en concurso ideal con los de lesiones culposas graves también agravadas por haber sido cometidas por la conducción imprudente de un vehículo automotor, y leves,  a la pena de cuatro años y tres meses de prisión, inhabilitación para conducir por ocho años y seis meses y costas (arts. 29, inc. 3ro., 45, 54 y 84 –segundo párrafo- y 94, primer y segundo párrafo, en función de los art. 89 y 90, del Código Penal).


 Notifíquese, insértese en el Registro de Sentencias del Tribunal,  y firme que sea, practíquese el cómputo correspondiente, comuníquese a quien corresponda; oportunamente, ARCHÍVESE.
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